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Estimadas ciudadanas, ciudadanos, autoridades y pueblo de Alta Verapaz:

Históricamente, nuestro departamento ha impulsado esfuerzos para fortalecer el diálogo y la búsqueda de soluciones 
pacíficas a la conflictividad en nuestro territorio. Una decisión importante ocurrió el 28 de junio de 2018, cuando el 
Consejo Departamental de Desarrollo aprobó la Política Pública Departamental para la Atención de la Conflictividad de 
Alta Verapaz 2018-2032. Este esfuerzo inicial contó con el respaldo técnico y financiero del Programa Fomento de la Se-
guridad Ciudadana Integral y Transformación de Conflictos Sociales (FOSIT), de la Cooperación Técnica Alemana (GIZ), 
contribuyendo al fortalecimiento de las capacidades institucionales para la gestión de la conflictividad en Alta Verapaz.

Las dinámicas sociales, ambientales y territoriales evolucionan constantemente. De igual manera la institucionalidad 
pública mandatada para atender la conflictividad ha evolucionado de forma estratégica, por tal razón, asumimos el 
compromiso de actualizar este instrumento público, con innovaciones que responden a las necesidades de pueblo de 
Alta Verapaz. Esta contextualización ha sido posible gracias al apoyo técnico y financiero del Proyecto Juventud Activa 
por la Paz, financiado por el Fondo para la Consolidación de la Paz de las Naciones Unidas (PBF) por sus siglas en ingles.

La Política Pública Departamental para la Atención de la Conflictividad de Alta Verapaz 2025-2052 busca promover la 
estabilidad social, el desarrollo sostenible y una gobernanza democrática basada en el respeto a los derechos humanos. 
Más allá de atender las manifestaciones de los conflictos, procura fortalecer la cohesión social, promover el diálogo in-
tercultural y generar condiciones para abordar las causas que originan tensiones y divisiones en nuestras comunidades.

En el proceso de desarrollo agrario, reconocemos que las mujeres desempeñan un rol fundamental en la construcción 
de paz, la mediación comunitaria y el fortalecimiento del tejido social. Las mujeres son actoras fundamentales en la 
construcción de acuerdos, la prevención de la violencia y la consolidación de la paz en nuestros territorios; respaldadas 
por políticas públicas inclusivas y justas. Asimismo, esta política promueve la participación efectiva de las juventudes y 
reafirma el respeto a los pueblos Maya Q’eqchi’ y Poqomchi’, sus autoridades, conocimientos y formas de organización.

La política es una herramienta de gestión pública, por ello, hemos incorporado protocolos específicos para la atención 
de conflictos sociales, ambientales y agrarios. Con ello buscamos que la respuesta institucional sea oportuna, coordina-
da, transparente y respetuosa de los derechos de todas las personas.  Así mismo, se vincula con una data que permite 
identificar, derivar y atender la conflictividad pronta y oportuna, de esa forma, se evita la crisis y la violencia, que solo 
vulneran derechos humanos fundamentales.

Este proceso de actualización es resultado del trabajo conjunto entre instituciones públicas, gobiernos municipales, 
autoridades ancestrales, organizaciones de la sociedad civil y diversos liderazgos territoriales de mujeres, hombres y 
juventudes. En conjunto, compartimos la visión y el compromiso de construir soluciones pacíficas mediante el diálogo, 
la corresponsabilidad y el respeto mutuo, fortaleciendo la convivencia y confianza entre los distintos sectores de nuestro 
departamento.

Como Gobernadora Departamental, Presidente del Consejo Departamental de Desarrollo y de la Comisión de Atención 
a la Conflictividad, reafirmo mi compromiso de seguir articulando esfuerzos con las autoridades departamentales, mu-
nicipales, ancestrales y comunitarias de los 17 municipios de Alta Verapaz. Estoy convencida de que una paz duradera 
solo será posible a través del respeto, la inclusión, la justicia, el diálogo intercultural e intergeneracional y la participación 
de todas y todos en la construcción de un futuro compartido.

Con respeto y admiración al pueblo altaverapacense, exhorto a que sigamos adelante 
“Que nadie se quede atrás”

Dilia Margarita Có Coy
Gobernadora Departamental de Alta Verapaz

Presidente del Consejo Departamental de Desarrollo (CODEDE) Alta Verapaz.

CARTA DE LA GOBERNADORA DEPARTAMENTAL DE ALTA VERAPAZ
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INTRODUCCIÓN

El Consejo Departamental de Desarrollo, a través de 
la Gobernación Departamental de Alta Verapaz, pre-
senta la actualización de la Política Pública Departa-
mental para la Atención de la Conflictividad en Alta 
Verapaz, para el período 2025-2052, fundamentada 
en la necesidad de fortalecer las capacidades institu-
cionales para la gestión, resolución, transformación y 
atención de crisis en el departamento, mediante la 
mejora de la articulación entre instituciones y acto-
res locales, con el objetivo de asegurar procesos sos-
tenibles para la atención de conflictos y promover el 
abordaje de la conflictividad en el marco de los desa-
fíos actuales y futuros, contribuyendo así, al desarrollo 
sostenible en el departamento, alineado al Plan Na-
cional de Desarrollo Katún Nuestra Guatemala 2052.

Después de la aprobación e inicio de implemen-
tación de la Política Pública Departamental para 
la Atención de la Conflictividad en Alta Verapaz, en 
el año 2025, debido a los cambios en la estructura 
institucional del Estado en el marco del abordaje 
de la conflictividad, como fenómeno que continúa 
generando impacto social, ambiental y territorial en 
el departamento, se requieren directrices y decisio-
nes estratégicas para fortalecer la gobernabilidad, la 
construcción de la paz y el desarrollo sostenible.

En consideración a lo anteriormente descrito y con 
el apoyo del Proyecto Juventud Activa por la Paz, im-
plementado por: Mercy Corps; La Asociación para el 
Desarrollo Rural Integral (ADRI); Asociación Civil Paz 
Joven Guatemala y Fundación PROPAZ, financiado 
por: El Fondo para la Consolidación de la Paz de las 
Naciones Unidas (PBF), se facilitó asistencia técnica 
para la actualización de la Política Pública Departa-
mental para la Conflictividad en Alta Verapaz 2025-
2052, con el fin de adecuarla al contexto actual.

El proceso metodológico para la actualización fue 
participativo y permitió consensuar, con los distintos 
sectores y actores de la institucionalidad vinculados 
al abordaje y atención de la conflictividad, los princi-

pios, los enfoques, las alertas y los ejes estratégicos, 
de tal manera que se pueda cumplir con los objeti-
vos de la política. 

La política cumple con lo establecido en el marco le-
gal y político del ordenamiento jurídico nacional e in-
ternacional, con lo cual, se justifica el fortalecimiento 
de la gobernanza y la gobernabilidad, a través de ac-
ciones específicas, para contribuir al abordaje y aten-
ción de la conflictividad en sus diferentes tipos, y se 
alinea con el fin último constitucional de proteger y 
promover los derechos ciudadanos, en particular de 
los grupos más vulnerables. 

El departamento de Alta Verapaz cuenta con una 
gran riqueza natural y cultural, pero, a pesar de ello, 
presenta serios desafíos en el contexto social, políti-
co y económico, a consecuencia de índices como el 
de pobreza, que alcanza el 90.3% (SEGEPLAN 2025), 
aunado a ello, la conflictividad social, ambiental y 
agraria, generan ingobernabilidad y limitan el desa-
rrollo del departamento.  

El Sistema Único de Información (SUI 2018), regis-
tra en Alta Verapaz, 469 conflictos en proceso, de los 
cuales 180 son sociales, 21 ambientales y 268 agra-
rios, en virtud de esta realidad y en cumplimiento de 
los objetivos de la política, es fundamental el fortale-
cer los mecanismos de articulación institucional con 
el liderazgo de Gobernación Departamental.

En tal sentido, la actualización de la Política Pública 
Departamental para la Atención de la Conflictividad 
en Alta Verapaz 2025-2052, permite redireccionar 
las acciones estratégicas para la efectiva atención y 
abordaje de la conflictividad y de los conflictos, terri-
toriales.
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MARCO LEGAL Y POLÍTICOI.

El Estado se organiza para garantizar el bien común, 
sustentándose en un ordenamiento jurídico que 
constituye la base para la convivencia pacífica, el res-
peto a los derechos humanos y la gobernabilidad 
democrática. En este marco, la legislación nacional 
y los compromisos asumidos por el Estado en el ám-
bito internacional orientan y regulan las relaciones 
entre la sociedad y las instituciones públicas, siendo 
su aplicación responsabilidad de la institucionalidad 
creada para tal fin, por consiguiente, su cumplimien-
to es de observancia general.

En atención a lo anterior, se presenta un análisis de 
la normativa nacional e internacional vigente que 
brinda sustento a la Política Pública Departamental 
para la Atención de la Conflictividad en Alta Verapaz 
2025-2052, reafirmando el compromiso del Estado 
con la prevención, atención y gestión integral e in-
clusiva de la conflictividad en el territorio.

Marco legal y político nacional vinculado a la Política 
Pública Departamental para la Atención de la Con-
flictividad en Alta Verapaz 2025-2052.

Cuadro No. 1
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MARCO LEGAL Y POLÍTICO NACIONAL

Marco Legal Objeto y artículos vinculados a la política

Constitución Política de la República de 
Guatemala.

Tiene por objeto organizar el Estado, definir 
la estructura y funcionamiento de los pode-
res públicos, así como garantizar los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y el 
régimen de legalidad. Asimismo, establece los 
principios de descentralización, participación 
ciudadana, protección del ambiente y desa-
rrollo integral de la nación, orientando la ac-
ción del Estado hacia la justicia social, la paz, 
el bienestar y el desarrollo sostenible del país.

Artículos: 1, 2, 4, 30, 57, 58, 66, 67, 77, 93, 94, 
97, 99, 100, 119, 121, 125, 128, 226, 228 y 229.

Ley de Áreas Protegidas, Decreto Número 4-89 
del Congreso de la República de Guatemala. 

Tiene por objeto establecer el régimen jurídico 
para la conservación, protección y manejo sos-
tenible de la diversidad biológica y los recur-
sos naturales del país, mediante la creación y 
administración del Sistema Guatemalteco de 
Áreas Protegidas (SIGAP). Esta normativa pro-
mueve la preservación del patrimonio natural 
y cultural, el uso sostenible de los recursos, la 
investigación científica y la participación so-
cial, contribuyendo al desarrollo sostenible y 
al equilibrio ecológico del territorio nacional.

Artículos: 4, 7, 8 y 10. 

Ley Marco de los Acuerdos de Paz, Decreto 
Número 7-2013 del Congreso de la República 

de Guatemala.

Tiene por objeto declarar los Acuerdos de Paz 
como compromisos de Estado de cumpli-
miento obligatorio, estableciendo los mecanis-
mos institucionales para su implementación, 
coordinación, seguimiento y evaluación. Esta 
normativa orienta la acción pública hacia la 
construcción de la paz firme y duradera, el 
fortalecimiento de la democracia, la participa-
ción ciudadana, el respeto a los derechos hu-
manos y la reducción de las brechas sociales, 
económicas y territoriales en el país.

Ley de Protección y Mejoramiento del Medio 
Ambiente, Decreto Número 68-86 del 

Congreso de la República de Guatemala.

Tiene por objeto establecer los principios, nor-
mas y mecanismos para la protección, con-
servación, restauración y mejoramiento del 
ambiente y los recursos naturales del país. 
Asimismo, regula la prevención y control de 
la contaminación, la evaluación del impac-
to ambiental y la responsabilidad del Esta-
do, las municipalidades, el sector privado y 
la población en la gestión ambiental, contri-
buyendo al desarrollo sostenible y al bienes-
tar de las generaciones presentes y futuras.

Artículos: 1, 11 y 19. 
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Ley Reguladora de las Áreas de Reservas 
Territoriales del Estado de Guatemala, 

Decreto Número 126-97 del Congreso de la 
República de Guatemala.

Tiene por objeto establecer el régimen jurídico 
para la administración, control, conservación y 
aprovechamiento de las áreas de reservas te-
rritoriales del Estado, especialmente en zonas 
de interés estratégico y fronterizo. Asimismo, 
regula los mecanismos de adjudicación, re-
gularización y uso de la tierra, promoviendo el 
ordenamiento territorial, la seguridad jurídica 
y el aprovechamiento sostenible de estos es-
pacios en beneficio del desarrollo nacional.

Artículos: 1,2 y 3.

Ley Forestal, Decreto Número 101-96 del 
Congreso de la República de Guatemala.

Tiene por objeto promover el manejo sosteni-
ble, la conservación, protección y restauración 
de los bosques y tierras forestales, así como 
fomentar la reforestación y el desarrollo de la 
actividad forestal. Esta normativa establece 
los principios, incentivos y mecanismos insti-
tucionales para el aprovechamiento responsa-
ble de los recursos forestales, contribuyendo a 
la protección del ambiente, la mitigación del 
cambio climático y el desarrollo económico y 
social del país.

Artículos e incisos: 6: c y f, 8, 36, 38, 47, 67: c, d, 
69, 92, 93 y 98. 

Ley del Fondo de Tierras, Decreto Número 
24-99 del Congreso de la República de 

Guatemala.

Tiene por objeto crear el Fondo de Tierras 
como entidad estatal encargada de facilitar 
el acceso a la tierra a campesinos y campesi-
nas sin tierra o con tierra insuficiente, median-
te mecanismos financieros, de mercado y de 
apoyo técnico. Asimismo, promueve el desa-
rrollo rural integral, la productividad agrícola, 
la seguridad alimentaria y la reducción de la 
conflictividad agraria, contribuyendo al mejo-
ramiento de las condiciones de vida de la po-
blación rural y al uso sostenible de los recursos 
naturales.

Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y 
Rural, Decreto Número 11-2002 del Congreso 

de la República de Guatemala.

Tiene por objeto organizar y normar el Siste-
ma de Consejos de Desarrollo como el me-
canismo de participación ciudadana para la 
planificación, priorización y seguimiento de las 
políticas y la inversión pública en los distintos 
niveles territoriales. Esta normativa fortalece la 
descentralización, la coordinación interinstitu-
cional y la participación social, contribuyendo 
al desarrollo integral, equitativo y sostenible 
del país.
Artículos e incisos: 2: a-b, 4: c, 6, 9: a-o, 10: d-f, 11: 
a-e, 12: a-m, 13, 14: a-n, 15, 19, 24, 27, 30. 
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Ley General de Descentralización, Decreto 
Número 14-2002 del Congreso de la 

República de Guatemala.

Tiene por objeto establecer los principios, nor-
mas y mecanismos para la descentralización 
administrativa, fiscal y política del Estado, me-
diante la transferencia gradual de competen-
cias, funciones y recursos hacia los gobiernos 
locales y otras instancias territoriales. Esta nor-
mativa busca fortalecer la gestión pública, pro-
mover la participación ciudadana, mejorar la 
prestación de servicios y fomentar el desarro-
llo integral y equilibrado del territorio nacional.

Artículos e incisos: 1, 8, 10: e, f, 13, 14: a, b, c, 15 y 
19. 

Ley del Registro de Información Catastral, 
Decreto Número 41-2005 del Congreso de la 

República de Guatemala.

Tiene por objeto crear y regular el Regis-
tro de Información Catastral como la enti-
dad responsable de establecer, mantener 
y actualizar el catastro nacional, contribu-
yendo a la seguridad jurídica de la tenen-
cia de la tierra y a la resolución de conflictos 
agrarios. Asimismo, promueve la coordina-
ción interinstitucional y el ordenamiento te-
rritorial, fortaleciendo la planificación del 
desarrollo y el uso sostenible del territorio.

Artículos  e  incisos:  3: f,   g ,  j,   k,   l,  m,  41,  49:  
d,  e,  50, b y  80. 

Ley del Fondo para el Desarrollo Económico 
de la Nación, Decreto Número 71-2008 del 
Congreso de la República de Guatemala.

Tiene por objeto regular la administración, 
distribución y destino de los ingresos genera-
dos por la explotación petrolera del país, me-
diante la creación del Fondo para el Desarrollo 
Económico de la Nación (FONPETROL). Esta 
normativa orienta el uso de dichos recursos 
hacia el financiamiento de proyectos de de-
sarrollo económico y social, infraestructura, 
inversión pública y fortalecimiento de las fi-
nanzas municipales, contribuyendo al desa-
rrollo sostenible y al bienestar de la población

Artículos e incisos: 4, 6: b y c. 

Código Municipal, Decreto Número 12-2002 
del Congreso de la República de Guatemala.

Tiene por objeto regular la organización, fun-
cionamiento y competencias de las munici-
palidades como entidades autónomas del 
Estado, estableciendo el marco jurídico para 
la administración del territorio, la prestación 
de servicios públicos locales y la promoción 
del desarrollo integral del municipio. Asimis-
mo, fortalece la participación ciudadana, la 
planificación territorial, la gestión financiera 
municipal y la coordinación interinstitucio-
nal, contribuyendo al proceso de descentra-
lización y al desarrollo sostenible a nivel local.

Artículos e incisos: 9, 17: a, e, g, h, j, 20, 24, 25, 
35, 36, 53, 56, 58: b, c, d, h, j, l, 60, 67, 90, 96, 109, 
129, 131, 142-143 y 176. 
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Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 
Congreso de la República y del Procurador 

de los Derechos Humanos, Decreto Número 
54-86 del Congreso de la República de 

Guatemala.

Tiene por objeto regular la organización, 
funciones y atribuciones de la Comisión de 
Derechos Humanos del Congreso y del Pro-
curador de los Derechos Humanos como 
magistratura de conciencia encargada de la 
promoción, defensa y supervisión del respeto 
a los derechos humanos en el país. Esta nor-
mativa fortalece los mecanismos de vigilan-
cia, denuncia y protección de los derechos 
fundamentales, contribuyendo al Estado de 
derecho, la gobernabilidad democrática y 
la cultura de respeto a la dignidad humana.

Capítulo V, Artículos del 26 al 32, con énfasis 
en los artículos e incisos 13: c y 14 f.

Acuerdo Gubernativo Número 100-2025, 
de creación de la Comisión Presidencial de 
Atención a la Conflictividad (COPRECON).

El objetivo de la Comisión será prevenir, aten-
der y gestionar de manera pacífica la conflicti-
vidad social en el país, mediante la promoción 
del diálogo, la mediación y la coordinación in-
terinstitucional. Su labor se orienta a la identi-
ficación temprana de riesgos de conflictividad 
territorial, social, ambiental y agraria; la facilita-
ción de procesos de negociación entre comu-
nidades, sector privado y entidades del Estado; 
así como al seguimiento de los acuerdos al-
canzados, contribuyendo al fortalecimiento 
de la gobernabilidad democrática, la cultura 
de paz y el respeto a los derechos humanos. .

Marco Político Nacional Objeto y vinculación a la política  

Plan Nacional de Desarrollo Katún: Nuestra 
Guatemala 2052. Eje 5: Estado garante de 

los derechos humanos y conductor del 
desarrollo.

Tiene por objeto orientar la acción del Estado 
hacia el fortalecimiento de sus capacidades 
para garantizar el ejercicio de los derechos 
humanos, la gobernabilidad democrática, 
la seguridad, la justicia y la reducción de las 
desigualdades. Este instrumento de planifi-
cación estratégica define lineamientos para 
la coordinación interinstitucional, la gestión 
pública eficiente y la promoción del desarrollo 
integral y sostenible del país en el largo plazo.

Política Nacional de Ordenamiento Territorial 
2022–2050.

Tiene por objeto establecer los lineamientos 
estratégicos para la planificación, organiza-
ción y gestión integral del territorio nacional, 
promoviendo el uso sostenible del suelo, la 
reducción de riesgos, la adaptación al cambio 
climático y el desarrollo territorial equilibrado. 
Esta política impulsa la coordinación interins-
titucional, la participación  ciudadana  y  la ar-
ticulación de los distintos niveles de gobierno, 
contribuyendo al desarrollo sostenible y a la 
mejora de la calidad de vida de la población.
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Política de Asentamientos Humanos en Áreas 
Protegidas Legalmente Declaradas, Publica-

ción Técnica No. 03-2020, Guatemala.

Tiene por objeto establecer lineamientos y cri-
terios para la atención, regulación y gestión de 
los asentamientos humanos ubicados dentro 
de áreas protegidas, promoviendo alternativas 
sostenibles que armonicen la conservación 
de la biodiversidad con el respeto a los dere-
chos humanos y el desarrollo social. Asimis-
mo, orienta la coordinación interinstitucional, 
la prevención de nuevos asentamientos y la 
búsqueda de soluciones integrales y partici-
pativas para la reducción de la conflictividad 
socioambiental.

Plan de Desarrollo Departamental de Alta 
Verapaz 2021–2032.

Tiene por objeto establecer la planificación 
estratégica del desarrollo del departamento, 
definiendo lineamientos, metas y acciones 
orientadas al crecimiento económico, la re-
ducción de la pobreza, la gestión sostenible 
de los recursos naturales, el fortalecimiento 
institucional y la mejora de la calidad de vida 
de la población. Este instrumento promueve 
la coordinación interinstitucional, la participa-
ción ciudadana y la articulación territorial, con-
tribuyendo al desarrollo integral y sostenible 
del departamento.

Consejo Departamental de Desarrollo de Alta 
Verapaz, Acta Número 11-2024.

Punto Décimo: ratificación de la Comisión De-
partamental de la Atención a la Conflictividad 
(CDAC).

Fuente: Recopilación del marco legal guatemalteco sobre la propiedad 
de la tierra.
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		  MARCO LEGAL Y POLÍTICO INTERNACIONAL

Marco Legal y Político Objeto y vinculación a la política

Declaración Universal de los Derechos 
Humanos.

Tiene por objeto proclamar los derechos y liber-
tades fundamentales inherentes a todas las per-
sonas, estableciendo principios universales de 
dignidad, igualdad, libertad y justicia. Este instru-
mento orienta la actuación de los Estados hacia 
la protección y promoción de los derechos hu-
manos, el fortalecimiento del Estado de derecho 
y la construcción de sociedades democráticas, 
inclusivas y respetuosas de la dignidad humana.

Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales 

Tiene por objeto establecer las obligaciones de 
los Estados para reconocer, respetar y garanti-
zar los derechos colectivos de los pueblos indí-
genas y tribales, particularmente en materia de 
identidad cultural, tierras y territorios, recursos 
naturales, participación y consulta previa, li-
bre e informada. Este instrumento internacio-
nal orienta la acción estatal hacia la inclusión, 
la no discriminación, el respeto a la diversidad 
cultural y la construcción de relaciones intercul-
turales basadas en el diálogo y la justicia social.

Objetivos de Desarrollo Sostenible

Tienen por objeto establecer una agen-
da global de desarrollo sostenible orien-
tada a la erradicación de la pobreza, la 
reducción de las desigualdades, la protección 
del ambiente y la promoción de sociedades 
pacíficas, justas e inclusivas. Este marco inter-
nacional guía la formulación de políticas públi-
cas y la coordinación interinstitucional para el 
cumplimiento de metas económicas, sociales 
y ambientales de manera integral y sostenible. 

Los objetivos 6, 7, 15 y 16, se vinculan directamen-
te con la prevención y atención de la conflictivi-
dad en los ámbitos social, ambiental y territorial.

Fuente: Recopilación del marco legal guatemalteco sobre la propie-
dad de la tierra.

Marco legal y político internacional vinculado a la 
Política Pública Departamental para la Atención de 
la Conflictividad en Alta Verapaz 2025-2052.

Cuadro No. 2
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ANÁLISIS DE SITUACIÓNII.

a. Caracterización del territorio
El departamento de Alta Verapaz se localiza al Nor-
te de la República de Guatemala a 15°20’00¨ Latitud 
Norte y 90°19´35¨ Longitud Oeste, dispone de una 
extensión territorial de 8,686 km2 lo que constituye el 
8% del territorio nacional, se ubica a una altura me-
dia de 1,316 msnm, su clima es frío a lluvioso. Para 
llegar de la ciudad capital al departamento se debe 
recorrer una distancia aproximada de 220 km.

De acuerdo con la geografía y colindancias, limita 
al Norte con El Petén, al Oeste con Quiché, al Sur 
con Zacapa y Baja Verapaz y al Este con Izabal, en la 
parte Sur del departamento se ubica la Subregión 
Polochic conocida como corredor del Polochic y la 
conectividad es através de la Ruta 7E que une a los 
municipios de Tamahú, Tucurú, Santa Catalina La 
Tinta, Senahú y Panzós.

Las cuatro subregiones que componen el departa-
mento, se dividen en 17 municipios, 2,677 lugares po-
blados y un total de 1,407,025 habitantes para 2023 
(estimaciones y proyecciones de la población total 
en el nivel municipal INE, 2023); de estos, la subre-
gión central “Ciudad Intermedia”, está compuesta 
de cinco municipios y 1,152 lugares poblados, siendo 
la zona más poblada del departamento, con un total 
de 689,668 habitantes; seguido por la subregión del 
“Polochic”, con seis municipios, 647 lugares pobla-
dos y un total de 353,997.  

La división política registra 17 municipios, la caracte-
rística de los pobladores los subdivide en zona Q’eq-
chi’ que abarca los municipios de Cobán, San Pedro 
Carcha, San Juan Chamelco, San Agustín Lanquín, 
Santa María Cahabón, Panzós, Santa Catalina La 
Tinta, Senahú, Chisec, Raxruhá, Fray Bartolomé De 
Las Casas y Chahal, mientras que la zona Poqomchi’ 
comprende los municipios de Santa Cruz Verapaz, 
San Cristóbal Verapaz, Tactic, Tamahú y parte de 
Tucurú.

La subregión del Polochic posee una extensión te-
rritorial de 6,480.63 kilómetros cuadrados, de los 
cuales, el 31.43% (2,036.64 km2) lo componen seis 
municipios de Alta Verapaz, su posición geográfica 
es estratégica, por estar relacionada con las opera-
ciones portuarias de Santo Tomás de Castilla y Puer-
to Barrios del mar Caribe, impulsando la reactivación 
de la economía local y departamental a partir de la 
producción y comercialización de cultivos de expor-
tación, como cacao, cardamomo, achiote, pimienta, 
la producción de miel orgánica, entre otros. Por ser 
una región estratégica, la producción agroindustrial 
ha crecido aceleradamente, convirtiéndose en un 
territorio con altos índices de conflictividad social, 
ambiental y agraria. Para la población rural el acceso 
y tenencia de la tierra es necesaria para su subsisten-
cia y desarrollo. No obstante, una de las principales 
causas de la conflictividad en el Valle del Polochic es 
por falta de certeza jurídica de las tierras.1 

Según el PNUD en su informe de desarrollo humano 
2023/2024, medición del 2022, Alta Verapaz ocupa el 
último lugar entre los 22 departamentos en cuanto 
a IDH, siendo este de un 0.629 para una categoría de 
desarrollo humano medio, Panzós es el municipio 
con el IDH más bajo con 0.506 y Tactic con el IDH 
más alto con 0.625, ambos municipios están ubica-
dos en la región del Polochic. La vulnerabilidad en 
Alta Verapaz se debe en gran parte a las limitaciones 
para el acceso a agua limpia y a la información, esto 
provoca que los pueblos indígenas vivan en condi-
ciones precarias y evidencia la necesidad de reforzar 
la inversión pública y privada en salud, educación e 
ingresos para mejorar las condiciones de vida de las 
poblaciones más vulnerables y éstos puedan tener 
acceso a alimentos, tierra y recursos para la produc-
ción (IDH 2023/2024; PNUD 2022).2  

1 Plan de Desarrollo Departamental PDD-2023-2032 Departamento de Alta Verapaz. 
Guatemala: SEGEPLAN/Consejo Departamental de Desarrollo, 2023. 
2 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. (2023). Informe sobre el Desa-
rrollo Humano 2023/2024: Avances y desafíos del desarrollo humano. PNUD.
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Alta Verapaz presenta un nivel alarmante de pobre-
za, el cual se estima en un 90.3%, cuando la media 
nacional es de 56%, la pobreza extrema alcanza un 
58.5% y solamente un 50.8% de la población tiene 
acceso a tubería dentro y fuera de la vivienda o cho-
rro público. Contar con saneamiento mejorado pue-
de ayudar a reducir la prevalencia de enfermedades 
infecciosas en menores, en Alta Verapaz solamente 
el 22.0% de los hogares tiene acceso a saneamiento 
mejorado y con el 50.7%, es el departamento con el 
menor porcentaje de hogares conectados a la red 
de distribución de energía eléctrica (ENCOVI 2023).

La tasa de analfabetismo en Guatemala para el año 
2025 se sitúa aproximadamente en 15.44% a 15.49% 
a nivel nacional, con una brecha mayor en mujeres 
(19%) frente a hombres (11.42%), según reportes del 
Consejo Nacional de Alfabetización (CONALFA). Alta 
Verapaz se mantiene entre los departamentos con 
las tasas de analfabetismo más elevadas de Guate-
mala, superando el promedio nacional. El problema 
persiste con mayor fuerza en áreas rurales y afecta 
desproporcionadamente a mujeres e indígenas. 

Según las estadísticas vitales del INE, 2023, el per-
fil de salud del departamento, indica que, para el 
año 2022, por cada 1,000 habitantes se tienen los si-
guientes indicadores: una tasa de fecundidad de 2.7, 
una tasa de natalidad de 24.3 y una tasa de morta-
lidad de 3.9; Para el año 2023 se registró un total de 
4,881 defunciones cuyas principales causas fueron 
Infecciones gastrointestinales por virus, bacterias o 
parásitos. Lastimosamente, las condiciones de pres-
tación de servicios básicos de salud, eventualmente 
se ha convertido en un foco de conflictividad.

Alta Verapaz es el segundo departamento con ma-
yor número de casos de desnutrición aguda en ni-
ños menores de 5 años, el onceavo con mayor tasa 
y con un aumento del 27% de casos en un año (734 
casos más en 2024), se tiene para el 2024 por cada 
10,000 habitantes: 2,714 casos de desnutrición agu-
da moderada para una tasa del 163.6%; 732 casos de 
desnutrición aguda severa para una tasa del 44% y 
66 casos de desnutrición aguda clínica para una tasa 
del 4%, presentando el mayor número de casos los 
municipios de Cobán, Panzós, San Pedro Carchá y 
Senahú (SIGSA MSPAS, Datos a la semana 52, 2024).

Una de las causas de la desnutrición, es por la poca 
disponibilidad y diversificación de la dieta alimenta-
ria, principalmente en hogares rurales y periurbanos, 
debido a la falta de acceso a tierras cultivables.

La problemática de la tierra en Guatemala, como 
expresión indicativa, hace referencia a la historia de 
esta sociedad, a las raíces materiales y a la vida de 
sus pobladores. Su centralidad en la formación del 
Estado explica en gran medida los intereses, las de-
mandas y los conflictos que se refieren al uso de la 
tierra, las luchas sociales por su apropiación y benefi-
cio, la naturaleza del poder político al que da origen, 
la riqueza y la pobreza que conforman la sociedad 
agraria. Ningún análisis objetivo puede dejar de con-
siderar los problemas de la distribución de los bie-
nes naturales, así como su centralidad al constituirse 
como una de las capas más profundas de la llamada 
conflictividad en el país.3 

El departamento de Alta Verapaz es un territorio con 
índices altos de conflictividad agraria. De acuerdo 
con el Sistema Único de Información (SUI 2018), re-
gistra en Alta Verapaz, 469 conflictos en proceso, de 
los cuales 180 son sociales, 21 ambientales y 268 agra-
rios. No obstante, se suman las de carácter ambien-
tal y social.  La intersección entre las conflictividades 
coloca al conglomerado social como actor principal 
junto con el Estado de Guatemala, para impulsar el 
desarrollo integral y pacífico. Sin embargo, Alta Vera-
paz es uno de los departamentos del país con mayor 
conflictividad ambiental, debido a los múltiples fac-
tores que amenazan tanto al medio ambiente como 
a las comunidades locales entre los que se pueden 
enumerar: 

1. Expansión de monocultivos e industrias 
extractivas:

•	 Palma africana: Uno de los cultivos que más 
conflictividad ha generado, se ha expandido de 
manera agresiva, acaparando tierras, afectando 
fuentes de agua, el suelo y la biodiversidad del 
departamento (IARNA, 2024, p. 10; 33–34; PNUD, 
2021, p. 285).

•	 Cardamomo: Aunque es cultivado por pequeños 
productores, la presión de los mercados inter-
nacionales genera tensiones y uso excesivo del 
suelo (Pope, 2014, (Nicli et al., 2019).

•	 Minería e hidroeléctricas: Proyectos extractivos y 
de generación de energía eléctrica han generado 
conflictos por el uso y desvío de ríos como el Ca-
habón, el Chixoy (Casillas Sánchez, 2020, pp. 1–2).

3 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. (2016). Informe Nacional de 
Desarrollo Humano 2015/2016. PNUD.
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2. Conflictos por el acceso y uso del agua:

•	 Desvío de ríos para hidroeléctricas o riego de mo-
nocultivos (Peláez Echeverría 2025: 12).

•	 Contaminación de fuentes hídricas por agroquí-
micos y residuos industriales (Hurtado y Prado 
2024, p,10).

3. Deforestación y pérdida de biodiversidad:

•	 Alta Verapaz posee una rica biodiversidad, pero la 
tala ilegal, la expansión agrícola y ganadera están 
provocando una pérdida acelerada de cobertura 
forestal (INAB, 2023, p. 3; PNUD, 2021, p. 281).

•	 La deforestación también impacta directamente 
en el cambio climático local y la reducción o pér-
dida de fuentes hídricas (De León, 2024, p.24).

•	 Las tipologías de conflictos ambientales más co-
munes o denunciados en Alta Verapaz son: 

a) 	Contaminación del agua: vertidos de agroquími-
cos, desechos y aguas residuales.

b) 	Contaminación del aire: emisiones de gases, 
humo y malos olores.

c)	 Contaminación del suelo: acumulación de basura 
y residuos sólidos. 

d) 	Contaminación auditiva: provenientes de activi-
dades industriales o extractivas.

b. Sectores que se relacionan con la conflictividad

En la fase de mapeo de entidades y actores presen-
tes en el departamento, se realizó un análisis de las 
instituciones públicas a partir de sus objetivos, man-
datos y/o competencias basadas en la ley o acuerdo 
gubernativo de creación. También se identificaron 
actores no gubernamentales, privados, organizacio-
nes indígenas, campesinas y comisiones municipa-
les que se relacionan directa o indirectamente con la 
conflictividad en el departamento.

Las categorías seleccionadas, tienen como finali-
dad identificar sectores que, en situación de pre-
vención, conflicto, postconflicto o atención a crisis, 
sean los principales actores para articular acciones 
y optimizar recursos. Las siguientes categorías se 
utilizaron para definir la relación institucional con la 
conflictividad.

En el plan de acción de la política, se incluirán a los 
diferentes sectores identificados, con la finalidad de 
coordinar y articular acciones para gestionar recursos 
financieros, técnicos y hacer uso de las herramientas 
disponibles para la atención de la conflictividad de 
manera integral en el departamento.

Del mapeo de actores, se genera la siguiente figura, 
la cual muestra los siete sectores definidos, identifi-
cando que el sector Gubernamental, dispone de las 
categorías de toma de decisión, mediación y asis-
tencia técnica para la atención de la conflictividad 
en el departamento.  

Tipos de relación de los diferentes sectores con la 
conflictividad.

Figura No. 1

Fuente: Elaboración propia a partir del mapeo de 
actores 2026.
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Sectores que se relacionan con la conflictividad.

Gráfica No. 1

Fuente: Elaboración propia a partir del mapeo de actores 2026.
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c. Instituciones que por mandato están relacio-
nadas al abordaje y atención de la conflictividad 
en el departamento

Entre las instituciones que por mandato están rela-
cionadas o vinculadas a la atención o abordaje de la 
conflictividad mediante la mediación, conciliación, 
negociación o que por su naturaleza plantean ac-
ciones legales en el departamento de Alta Verapaz, 
están:

•	 Fondo de Tierras (FONTIERRAS) 

De acuerdo con Ley del Fondo de Tierras, Decre-
to Número 24-99 del Congreso de la República de 
Guatemala, es una institución descentralizada del 
Estado, participativa y de servicio, que cimienta su 
misión y visión en el marco del cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz. De acuerdo con el artículo 3 de 
la Ley del Fondo de Tierras, esta tiene los objetivos 
siguientes:  
   
a.	 Acceso a la tierra: Facilitar el acceso a tierras pro-

ductivas para campesinos, tanto individuales 
como organizadas. 

b.	 Regularización de tierras: Regular los procesos de 
adjudicación de tierras del Estado. 

c.	 Desarrollo de comunidades agrarias: Promover el 
desarrollo sostenible de comunidades agrarias. 

d.	 Equidad y transparencia: Asegurar que el acceso 
a la tierra sea inclusivo y que se manejen de ma-
nera transparente los recursos. 

e.	 Fortalecimiento institucional: Apoyar a las comu-
nidades en su desarrollo integral y sostenible. 

f.	 Estos objetivos están fundamentados en la Agen-
da Estratégica 2012-2025 y están diseñados para 
cumplir con los Acuerdos de Paz en Guatemala.

Se desarrolla con base a su Agenda Estratégica me-
diante cuatro ejes: 

1.	 Acceso a la tierra para el desarrollo integral y 
sostenible. 

2.	 Regularización de procesos de adjudicación de 
tierras del Estado. 

3.	 Desarrollo de Comunidades Agrarias Sostenibles 
4.	 Fortalecimiento institucional para responder a 

las aspiraciones sociales y mandatos legales.

Operativiza sus acciones a través de las siguientes 
políticas:

•	 Política de acceso a la tierra vía créditos 
subsidiados.

•	 Política de regularización de los procesos de adju-
dicación de tierras del Estado.

•	 Política para facilitar a las mujeres campesinas, 
mayas, xincas, garífunas y mestizas el acceso a la 
propiedad de la tierra y otros activos productivos.

•	 Política de equidad de género del Fondo de Tie-
rras.- Política de regularización de procesos de 
liquidación y desembolsos del capital de trabajo, 
para la reactivación económica de las familias be-
neficiarias del programa de acceso a la tierra vía 
créditos subsidiados.

•	 Política ambiental para el desarrollo integral de 
las comunidades agrarias.

Según la política de acceso a la tierra, su mandato 
es facilitar el acceso a la tierra y generar condiciones 
para el desarrollo rural integral y sostenible, a través 
de proyectos productivos, agropecuarios, forestales 
e hidrobiológicos beneficiando a campesinos y cam-
pesinas sin tierra, con tierra insuficiente o en situa-
ción de pobreza, esto en atención a los acuerdos de 
paz y como consecuencia de la inequitativa distribu-
ción de la tierra.

Las demandas sociales por acceder a la tierra se han 
incrementado como resultado del crecimiento po-
blacional, sin embargo, según estudios censales, el 
80% de la tierra se concentra en menos del 20% de 
la población, se estima que el Programa de Acceso 
a la Tierra solamente ha podido atender el 25% de 
las solicitudes presentadas y que el 25% de las tierras 
que han ingresado al  programa son tierras margi-
nales con serias limitantes productivas y que dos de 
cada tres predios catastrados por el Registro de In-
formación Catastral no se encuentran inscritos en el 
Registro de la Propiedad. 

Además, se estima que el 60% de los suelos de Gua-
temala son de vocación forestal, lo cual contrasta 
con las tierras que demandan los grupos sociales 
para el cultivo de granos básicos con fines de segu-
ridad alimentaria y la generación de excedentes que 
permitan el mejoramiento de la economía campe-
sina. Esta situación de desigualdad e inequidad en 
el uso y acceso a la tierra ha generado conflictos en 
muchas comunidades rurales.
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El Fondo de Tierras en materia de regularización, 
busca la culminación del proceso de regularización, 
para que los beneficiarios, dispongan en propiedad 
las tierras adjudicadas por el Estado y que el Fondo 
de Tierras tenga disponibilidad de las tierras del Es-
tado que se recuperen administrativamente para el 
cumplimiento de sus fines de acceso a la tierra.
En Alta Verapaz el Fondo de Tierras, para el cum-
plimiento de sus objetivos, cuenta con una oficina 
regional ubicada en Cobán y 4 Agencias de Tierras 
ubicadas en Chisec, Fray Bartolomé de Las Casas, 
Santa Catalina La Tinta y Santa María Cahabón.4

•	 El Registro de Información Catastral (RIC)

El Registro de Información Catastral según su ley 
de creación Decreto No. 41-2005, del Congreso de 
la República de Guatemala, es la autoridad compe-
tente en materia catastral, que tiene por objeto es-
tablecer, mantener y actualizar el catastro nacional, 
identificando todos los predios del territorio nacional 
con un código de clasificación catastral y georrefe-
renciado sus vértices al sistema geodésico nacional, 
registrando la información de forma gráfica y des-
criptiva, como un instrumento técnico de desarrollo 
multifinalitario para la construcción del sistema re-
gistro-catastro a nivel nacional.

En Alta Verapaz a junio del 2025 de acuerdo con el 
portal web del Registro de Información Catastral, 11 
municipios han sido declarados zona en proceso ca-
tastral, de los cuales 4 han culminado exitosamente 
todas las fases del proceso catastral, obteniendo la 
designación de municipios catastrados (Tactic, Ta-
mahú, Panzós y Santa Catalina La Tinta) y  Chisec, 
Fray Bartolomé de las Casas, San Cristóbal Verapaz, 
San Juan Chamelco, San Miguel Tucurú, Santa Cruz 
Verapaz y Tucurú aún en proceso, los cuales se en-
cuentran en diversas etapas de avance en el proceso 
de actualización catastral.5

4 Fondo de Tierras (FONTIERRAS). (s.f.). Portal institucional del Fondo de Tierras de 
Guatemala. https://www.fondodetierras.gob.gt
 
5 Registro Catastral (RIC). (s.f.).Portal institucional de Registro de Información Catas-
tral de Guatemala. https://www.portal.ric.gob.gt
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ALTA VERAPAZ

Levantamiento 
Catastral

Análisis 
Catastral

Análisis 
Jurídico Externalización Registro 

Público
Total 

General

7123 41931 4351 8087 60876 122368

CHISEC 497 1087 534 1246 5005

FRAY BARTOLOME 
DE LAS CASAS

3013 4118 1382 2194 10707

SAN CRISTOBAL 
VERAPAZ

37 2569 18 142 2776

SAN JUAN 
CHAMELCO

27 18210 1011 1776 21024

SAN MIGUEL 
TUCURÚ

2619 13324 1 15944

SANTA CRUZ 
VERAPAZ

926 2453 1019 521 3762 8681

SENAHÚ 3 166 386 2208 7149 9912

TACTIC 15543 15543

TAMAHÚ 11054 11054

PANZÓS 14334 14334

SANTA CATALINA 
LA TINTA

7398 7398

Fuente: Elaboración propia con datos del Registro de Información Catastral, Dirección Municipal de Alta Verapaz, junio 2025.

Zonas en proceso catastral Alta Verapaz.

Cuadro No. 3
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Flujograma del proceso catastral.

Figura No. 2

Fuente: Elaboración propia con datos del Registro de Información Catastral, Dirección Municipal de Alta Verapaz, junio 2025.
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•	 Consejo Nacional de Áreas Protegidas 
(CONAP)

La misión del CONAP es propiciar e impulsar la con-
servación de áreas protegidas y la diversidad biológi-
ca, planificando, coordinando e implementando las 
políticas y modelos de conservación necesarios, tra-
bajando juntamente con otros actores para contri-
buir al crecimiento y desarrollo sostenible del país.6
 
Las áreas protegidas son espacios geográficos defi-
nidos y gestionados para la conservación a largo pla-
zo de la naturaleza, sus servicios ecosistémicos y sus 
valores culturales, en Alta Verapaz éstas son cruciales 
para la conservación de la diversidad biológica y cul-
tural. Actualmente se cuenta con sitios declarados 
como: humedales, bosques modelos, reservas de 
biosfera, monumentos naturales tales como: El mo-
numento natural Semuc Champey, Parque Laguna 
Lachúa, Grutas de Lanquín, Parque Nacional Las 
Victorias y Reservas Naturales Privadas entre otras, 
estas nos brindan beneficios económicos y servicios 
ambientales como la protección de cuencas, suelos, 
fuentes de agua, la reducción de emisiones de dióxi-
do de carbono (CO2) y especialmente la posibilidad 
de realizar turismo sostenible.7

Actualmente la gestión de las áreas protegidas en el 
departamento enfrenta desafíos como la necesidad 
de proteger la biodiversidad y garantizar el uso sos-
tenible de los recursos naturales y culturales, sin em-
bargo, existe un alto índice de conflictos en las áreas 
protegidas, debido a la necesidad de sobrevivencia 
humana versus el cumplimiento de leyes y políticas 
de conservación de los recursos naturales. Las decla-
ratorias de áreas protegidas con asentamientos hu-
manos previo a las declaraciones, han sido una de 
las causas de los conflictos por la tierra, por el uso y 
aprovechamiento de la biodiversidad, por acciones 
que generan degradación ambiental y conflictos 
con actores externos que buscan aprovechar los re-
cursos a gran escala (minería, hidroeléctricas, petro-
leras, madereros, etc.).

6 Consejo Nacional de Áreas Protegidas (CONAP). (s.f.). Portal institucional del CO-
NAP. https://www.conap.gob.gt
7 Consejo Nacional de Áreas Protegidas (CONAP). (2023). Informe sobre áreas prote-
gidas y biodiversidad en Alta Verapaz. Guatemala: CONAP.

En junio 2025 según el CONAP, Alta Verapaz cuenta 
con 3 Parques Nacionales (Laguna Lachúa, Grutas 
de Lanquín y Las Victorias); 1 Monumento natural 
(Semuc Champey); 1 Reserva de Biosfera (Sierra de 
las Minas); 2 Reservas Forestales Municipales (San 
Lucas Secanté y San Agustín Chahal); 1 Parque Re-
creativo Natural Municipal (Las Conchas) y 12 Reser-
vas Naturales Privadas; sin embargo, estas enfrentan 
serios desafíos por la alta presión hacia el uso y apro-
vechamiento de los recursos de forma indiscrimina-
da, no sostenible y sin respetar los planes de manejo 
correspondientes, generando una gama de conflic-
tos en estas áreas entre los que podemos enume-
rar: usurpaciones;  tala, pesca y caza ilegal; incendios 
forestales por cambios de uso a la tierra; extracción 
de leña, contaminación, y deterioro del área y de los 
recursos; introducción de especies exóticas, disputas 
por la administración de las áreas; Implementación 
de proyectos hidroeléctricos, petroleros, mineros, 
madereros y disputas por la propiedad, tenencia, po-
sesión y uso de la tierra.

La conflictividad en las áreas protegidas es un fenó-
meno complejo, que requiere de un abordaje inte-
gral, que considere las necesidades y los derechos de 
las comunidades locales y que promueva la coope-
ración y el diálogo entre todos los actores involucra-
dos, por lo que para fortalecer la gestión de las áreas 
protegidas, se debe capacitar al personal encargado 
de su administración y resguardo, mejorar la infraes-
tructura y desarrollar mecanismos efectivos de mo-
nitoreo y evaluación, ya que actualmente el CONAP, 
no cuenta con un instrumento legal o administra-
tivo, en el que obren lineamientos, flujogramas o 
protocolos para el abordaje y atención de la conflic-
tividad y conflictos en las áreas protegidas; cuenta 
únicamente con una Política de Asentamientos Hu-
manos en Áreas Protegidas Legalmente Declaradas, 
que es la Publicación técnica No. 03-2020, que regu-
la el establecimiento de acuerdos de cooperación o 
reubicación de comunidades instaladas previo a las 
declaratorias de áreas protegidas.8 

8 Consejo Nacional de Áreas Protegidas, Dirección Regional Verapaces. (2025, 02 de 
junio). Caracterización y contextualización de la realidad y de la conflictividad de 
las áreas protegidas en el departamento de Alta Verapaz (Oficio No. 136-2025/DRVE/
pcva). Alta Verapaz, Guatemala.
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•	 Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales 
(MARN)

El MARN es la entidad del sector público especiali-
zada en materia ambiental y de bienes y servicios 
naturales del Sector Público, al cual le corresponde 
proteger los sistemas naturales que desarrollen y 
dan sustento a la vida en todas sus manifestaciones 
y expresiones, fomentando una cultura de respeto y 
armonía con la naturaleza y protegiendo, preservan-
do y utilizando racionalmente los recursos naturales, 
con el fin de lograr un desarrollo transgeneracional, 
articulando el quehacer institucional, económico, 
social y ambiental, con el propósito de forjar una 
Guatemala competitiva, solidaria, equitativa, inclusi-
va y participativa.9

El departamento de Alta Verapaz se caracteriza por 
su rica biodiversidad y abundantes recursos natu-
rales. Presenta un terreno montañoso con tierras 
bajas, clima húmedo y templado, y una extensa red 
hidrográfica que incluye ríos como el Río Polochic 
y el Río Cahabón, así como lagos y lagunas, entre 
ellos la Laguna Lachúa. Además, cuenta con bos-
ques nubosos, cuevas y cataratas, lo que lo convierte 
en un destino atractivo para el ecoturismo. A pesar 
de su riqueza natural, Alta Verapaz enfrenta desa-
fíos ambientales como la deforestación, la pérdida 
de hábitats naturales, la conservación ambiental, y 
la implementación de políticas sostenibles que son 
cruciales para proteger los recursos naturales del 
departamento.10

El Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales 
(MARN) cuenta con el Sistema de Control y Denun-
cia Ambiental (SICODA) https://apps.marn.gob.gt/
Sicoda, desde el cual, se puede reportar cualquier 
actividad que afecte el ambiente, como contami-
nación de ríos, tala ilegal, quema de bosques, entre 
otros, es una plataforma digital ágil y fácil de usar, 
que permite a los ciudadanos presentar denuncias 
ambientales, y desde el cual se le da seguimiento a 
cada caso para garantizar la protección de los recur-
sos naturales.     

9 Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN). (s.f.). Portal institucional del 
MARN. https://www.marn.gob.gt

10 Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, Delegación Departamental de Alta 
Verapaz. (2025, 12 de junio). Caracterización y contextualización de la realidad y de 
la conflictividad ambiental del departamento de Alta Verapaz (Oficio No. 58-2025/
DDAV/DA/AESG/at). Alta Verapaz, Guatemala.

El Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, es 
un ente meramente administrativo que atiende las 
denuncias vinculadas al medio ambiente, su función 
principal es sancionar de conformidad con el artí-
culo 8 de la Ley de Protección y Mejoramiento del 
Medio Ambiente decreto 68-86 del Congreso de la 
República de Guatemala. También existe la Fiscalía 
de Delitos Contra El Ambiente, quien recibe las de-
nuncias por delitos ambientales. En Guatemala se 
registró un incremento significativo en los últimos 
dos años, al pasar de 50 casos reportados en 2023 a 
112 en 2025, lo que representa un aumento del 124%, 
según datos del Ministerio de Ambiente y Recursos 
Naturales (MARN). Página web de la voz de Guate, 
publicado el 30 de enero 2026.
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•	 Instituto Nacional de Bosques (INAB)

Según el Decreto 101-96 del Congreso de la Repú-
blica de Guatemala, el INAB tiene por objetivo pro-
mover el desarrollo forestal del país y contribuir al 
desarrollo rural integral, a través del fomento al ma-
nejo sostenible y restauración de los bosques y tie-
rras forestales, el fortalecimiento de la gobernanza 
forestal y la vinculación bosques-industria-mercado 
y tiene como visión ejecutar y promover los instru-
mentos de política forestal nacional, facilitando el 
acceso a los servicios forestales que presta la insti-
tución a los actores del sector forestal, mediante el 
diseño e impulso de programas, estrategias y accio-
nes, que generen un mayor desarrollo económico, 
ambiental y social del país.11

11 Instituto Nacional de Bosques (INAB). (s.f.). Portal institucional del INAB. https://
www.inab.gob.gt

Proceso de atención de conflictos según el 
mandato institucional del MARN.

Figura No. 3

Según el estudio de la dinámica de cobertura fo-
restal 2016-2020 elaborado por el INAB y CONAP en 
coordinación con MARN, MAGA y UVG, indica que 
para el año 2020 el departamento de Alta Verapaz 
contaba con una cobertura forestal del 34.5% equi-
valente a 366,596 has, sin embargo, el mismo estu-
dio concluyó que se estima una pérdida anual de 
4,439.5 has equivalente a 1.16%.

La causa principal de la pérdida de cobertura fo-
restal se debe a que la población no realiza los trá-
mites legales en el marco de la normativa vigente 
del país para el aprovechamiento de las masas fo-
restales, pese a las actividades de divulgación que el 
INAB realiza. A este factor se le suman, los conflictos 
sociales que impactan a los recursos naturales en 
el departamento, tal es el caso de las talas ilegales 
y usurpaciones en fincas privadas, donde el INAB, 

Fuente: Elaboración propia en base a información del Portal institucional del MARN. https://www.marn.gob.gt
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realiza inspecciones de campo para estimar avalúo y 
daños ambientales a petición del Ministerio Público 
(MP) y del Organismo Judicial (OJ) para dar respues-
ta a las denuncias interpuestas por los propietarios 
de los inmuebles; o el incumplimiento de planes de 
manejo, donde lo que corresponde a través del INAB, 
es presentar la denuncia correspondiente para el se-
guimiento y sanciones de conformidad con la legis-
lación vigente.

Cabe mencionar que a través del INAB se han im-
pulsado los programas de incentivos forestales tales 
como:  Programa de Incentivos Forestales (PINFOR),  
Programa de Incentivos Forestales para Poseedo-
res de Pequeñas Extensiones de Tierra de Voca-
ción Forestal o Agroforestal (PINPEP) y Programa 
de Incentivos Forestales para el Establecimiento, 
Recuperación, Restauración, Manejo, Producción y 
Protección de Bosques (PROBOSQUE); con la fina-
lidad de mitigar la pérdida de la cobertura forestal 
mediante el manejo de los bosques, establecimien-
to de plantaciones y restauración de áreas forestales 
degradadas.12

12 Instituto Nacional de Bosques, región II Alta Verapaz. (2025, 30 de mayo). Caracte-
rización y contextualización de la realidad y de la conflictividad forestal del departa-
mento de Alta Verapaz (Oficio No. 25-2025-DIF-II). Alta Verapaz, Guatemala.

Pago de incentivos forestales en Alta Verapaz 
durante el período de 2020 a 2025.

Cuadro No. 4

Programa PROBOSQUE PINPEP

Periodo Incenti-
vado 2020-2025 2020-2025

No. de munici-
pios 16 14

Total de proyec-
tos 19,142 7,178

Área (Ha.) 160,693.15 12,570.90

Monto total en 
quetzales 365,198,010.00 32,033,731.78

•	 Ministerio de Energía y Minas (MEM)

El MEM regula la producción, distribución y comer-
cialización de la energía y de los hidrocarburos, así 
como la explotación de los recursos mineros. Se-
gún la Ley de Minería Decreto Número 48-97 del 
Congreso de la República de Guatemala, tiene por 
objeto normar toda actividad de reconocimiento, 
exploración, explotación y, en general, las operacio-
nes mineras.

Se declara de utilidad y necesidad pública el fomen-
to y desarrollo de las operaciones mineras en el país, 
así como su explotación técnica y racional. Lamen-
tablemente, es una de las actividades que facilitan 
las condiciones para la generación de conflictos 
socioambientales.

La coordinación interinstitucional es clave para la 
implementación de la Política Pública Departa-
mental para la Atención de la Conflictividad en Alta 
Verapaz, considerando que las instituciones compe-
tentes para la gestión ambiental en el departamen-
to incluyen el Consejo Nacional de Áreas Protegidas 
(CONAP), responsable de la conservación de la bio-
diversidad; el Ministerio de Ambiente y Recursos 
Naturales (MARN), como ente rector de la política 
ambiental; el Ministerio de Energía y Minas (MEM), 
encargado de los sectores energético y minero; el 
Instituto Nacional de Bosques (INAB), que promue-
ve el desarrollo sostenible del sector forestal. (SEGE-
PLAN, 2023, p. 31).

•	 Comisión Presidencial de Atención a la Conflic-
tividad (COPRECON)

Según el Acuerdo Gubernativo 100-2025 de creación 
de la Comisión Presidencial de Atención a la Con-
flictividad (COPRECON), se crea de forma temporal 
esta comisión, la cual dependerá de la Presidencia 
de la República, la cual tendrá por objeto asesorar 
y coordinar la atención interinstitucional de los ór-
ganos del Organismo Ejecutivo, según su compe-
tencia, en materia de conflictividad, para la solución 
pacífica de los conflictos en sus distintas tipologías, 
cuando se requiera la intervención del Gobierno de 
la República, y que, por su nivel de impacto, afecten 
la convivencia democrática, la gobernabilidad o la 
paz social.

La Comisión estará integrada de la manera siguiente:
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a.	 El Presidente de la República de Guatemala, 
quien la preside.

b.	 El Ministro de Gobernación.
c.	 El Ministro de Finanzas Públicas.
d.	 El Ministro de Agricultura, Ganadería y 

Alimentación.
e.	 El Ministro de Ambiente y Recursos Naturales.
f.	 El Ministro de Energía y Minas.
g.	 El director ejecutivo de la comisión.

Funciones de la Comisión:

a.	 Promover acciones multi e intersectoriales que 
coadyuven en el marco legal vigente en la bús-
queda de soluciones que favorezcan a las partes 
en conflicto.

b.	 Establecer propuestas concretas, recomenda-
ciones y mecanismos de seguimiento dirigidos 
a las instituciones del Organismo Ejecutivo y la 
Sociedad Civil para abordar los asuntos críticos 
identificados.

c.	 Promover ante las instituciones competentes 
que se brinden acciones humanitarias urgentes 
para atender las necesidades de quienes sufran 
de situaciones de emergencia a partir de su par-
ticipación en conflictos y verificar la observancia 
de los estándares internacionales para la inter-
vención del Organismo Ejecutivo en este tipo de 
conflictos.

d.	 Promover ante las instituciones competentes o 
relacionadas con el o los conflictos, la implemen-
tación de mecanismos o procedimientos concilia-
torios para su atención dentro del marco de sus 
competencias.

e.	 Otras que expresamente el Presidente de la Re-
pública asigne.

En el cumplimiento de sus atribuciones, la comisión 
podrá asistir a las diferentes dependencias del Or-
ganismo Ejecutivo, las cuáles quedan obligadas en 
el ámbito de sus competencias a facilitar en el pla-
zo establecido lo que se le solicite por instrucciones 
del Presidente de la República. La comisión podrá 
requerir a las dependencias del Organismo Ejecuti-
vo, copias certificadas de documentos públicos que 
consten en sus archivos.

La comisión coordinará la intervención interinstitu-
cional en la atención y solución de conflictos, tanto 

a nivel nacional, como departamental y municipal 
en el ámbito de competencia del Organismo Ejecu-
tivo, atendiendo las disposiciones de la comisión y 
requiriendo el apoyo de los Ministerios, Secretarias 
de la Presidencia, dependencias, Gobernaciones 
Departamentales y órganos que administrativa o 
jerárquicamente dependan de la Presidencia de la 
República que cuenten con representación en el te-
rritorio nacional.13

La comisión tiene un plazo de cuatro años, lo que 
la constituye en un ente temporal, en tal sentido 
para el cumplimiento de los fines y objetivos de la 
presente política, de acuerdo con lo que se estipu-
le por el Estado o el Gobierno de turno en cuanto 
al abordaje y atención de la conflictividad, especial-
mente en materia institucional, ésta deberá asumir 
el liderazgo y responsabilidad junto a Gobernación 
Departamental a través del sistema de concejos de 
desarrollo, todo lo relativo a la implementación de la 
presente política.

•	 La Procuraduría de los Derechos Humanos 
(PDH)

Institución del Estado que tiene competencia para 
intervenir en casos de reclamo o queja sobre viola-
ciones de Derechos Humanos en todo el territorio 
nacional, protege los derechos individuales, sociales, 
cívicos y políticos, de manera fundamental la vida, la 
libertad, la justicia, la paz, la dignidad y la igualdad 
de la persona humana, así como los definidos en tra-
tados o convenciones internacionales aceptados y 
ratificados por Guatemala.

Según la Ley de la Comisión de Derechos Humanos 
del Congreso de la República y del Procurador de los 
Derechos Humanos decreto 54-86, en su capítulo 
V del artículo 26 al 32, detalla el procedimiento que 
desarrolla la entidad para la atención y abordaje de 
los casos que se le presentan, por lo que para la pre-
sente política, se sintetiza el mismo, para proceder 
cuando existan reclamos o quejas sobre violaciones 
a Derechos Humanos en el marco de la conflictivi-
dad y conflictos sociales, ambientales y agrarios en 
el departamento.

13 Gobierno de Guatemala. (2025). Acuerdo Gubernativo No. 100-2025: Creación de 
la Comisión Presidencial de Atención a la Conflictividad (COPRECON). https://www.
dca.gob.gt/
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Proceso de atención y abordaje de casos por  la 
Procuraduría de Derechos Humanos.

Figura No. 4

Fuente: Elaboración propia con información obtenida de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos 
del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos Decreto No. 54-86 Congreso 
de la República de Guatemala. (1986).
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La interposición de quejas ante la PDH no interrum-
pe ni suspende los plazos administrativos ni judicia-
les, no podrá entrar al examen de aquellas quejas 
sobre las que se inicie proceso legal o las que estén 
pendientes de resolución judicial, ello no impedirá, 
sin embargo, la investigación sobre los problemas 
generales planteados en las quejas presentadas.

El rol de la Procuraduría de los Derechos Humanos 
en la atención de la conflictividad social se funda-
menta en el artículo 13 inciso c. del Decreto 54-86, 
que establece “Recibir, analizar e investigar toda de-
nuncia de violación de los Derechos Humanos que 
presenten en forma oral o escrita cualquier grupo, 
persona individual o jurídica”.

•	 La Policía Nacional Civil (PNC)

Surge luego de la firma de los Acuerdos de Paz en 
1996, según el Decreto del Congreso de la República 
11-97 y según esta Ley en su Artículo 1, dicta que la 
seguridad pública es un servicio esencial. El modelo 
que la policía promueve es defender la vida y bie-
nes de los ciudadanos, por lo tanto, sus derechos y 
libertades.  En este marco la PNC ha acompañado 
cuando es requerido, visita a las comunidades para 
garantizar la seguridad de las partes en conflicto.

•	 Unidad de Resolución Alternativa de Conflic-
tos Agrarios del Organismo Judicial (RAC-OJ)

A nivel del sector judicial, existe en el territorio la uni-
dad de Resolución Alternativa de Conflictos Agrarios 
del Organismo Judicial (RAC-OJ), Centros de Me-
diación que se ubican en los Juzgados de Paz y de 
Familia, que se encuentran en los siguientes muni-
cipios Cobán, San Cristóbal, Tactic, Tamahú, Tucurú, 
Panzós, Fray Bartolomé de las Casas y Chahal, Alta 
Verapaz.14
  
•	 La Defensoría de la Mujer Indígena (DEMI)

Fue establecida en 1999, por mandato de los Acuer-
dos de Paz. Dentro de sus principales funciones 
está la de “Proteger a la mujer indígena, promover 
y desarrollar acciones para la prevención, defensa y 
erradicación de todas las formas de violencia y dis-
criminación contra la mujer indígena, identificando 
violaciones de sus derechos, promover programas y 
acciones para la defensa y ejercicio de sus derechos”. 
Si bien la DEMI no resuelve conflictos directamente, 
vela porque las mujeres indígenas sean respetadas 
en sus derechos humanos.
14 Organismo Judicial. (s.f.). Directorio de Centros de Mediación. Dirección de Méto-
dos Alternativos de Solución de Conflictos. https://sl1nk.com/p81sen1

Dependiendo del caso a resolver cada institu-
ción cuenta con personal técnico para la asesoría 
correspondiente.
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ANÁLISIS DE LA 
CONFLICTIVIDAD III.

a.	Situación Social

La conflictividad no debe entenderse únicamente 
como la suma de conflictos específicos, sino como 
el entramado complejo de actores, relaciones y es-
tructuras que los originan y perpetúan. En este sen-
tido, “la conflictividad, o las conflictividades, son una 
resultante histórica que deviene a partir de situacio-
nes complejas, de conflictos multidimensionales y 
multicausales que, al correr de los años, no logran 
resolverse en sus raíces más profundas y, por con-
siguiente, éstas se arraigaron; atraviesan o tienen 
ingredientes (como causa y efecto) que con el tiem-
po se dinamizan, interceptan y realimentan mutua-
mente” (Sarti Castañeda, Carlos Alberto y Aguilar 
Umaña, Isabel) (PNUD & FCP, 2019, p. 14).

El Censo Agropecuario 2003 reveló una fragmenta-
ción creciente de las tierras en manos del campesi-
nado, combinada con una mayor concentración de 
los latifundios, lo que resultó en una de las más altas 
desigualdades de acceso a la tierra en América La-
tina, con un coeficiente de GINI de 0.84 en 2003. La 
situación de desigualdad en la tenencia de la tierra 
se ha mantenido sin cambios significativos en los úl-
timos años, reflejando una alta concentración de la 
tierra en pocas manos. 

El departamento presenta una de las tasas más al-
tas de pobreza y pobreza extrema del país, lo que 
lo convierte en un territorio altamente vulnerable. 
Según el Plan de Desarrollo Departamental actua-
lizado, para 2023 la población estimada asciende a 
1,407,025 habitantes, de los cuales el 93 % se autoi-
dentifica como maya, predominando las comuni-
dades lingüísticas Q’eqchi’ y Poqomchi’ (INE, 2018, 
p. 11, 14, 23; SEGEPLAN, 2023). La conflictividad social 
se expresa principalmente en condiciones estructu-
rales como la pobreza, la falta de acceso a servicios 

básicos: Salud, educación, seguridad, energía eléc-
trica, red vial y agua potable.  Esta composición ét-
nica, sumada a la dispersión territorial y la limitada 
cobertura de servicios, profundiza las condiciones de 
exclusión.

La inseguridad alimentaria y la desnutrición son 
factores críticos que inciden en la conflictividad 
social. La prevalencia de desnutrición crónica en 
menores de cinco años se mantiene en niveles alar-
mantes: 46.1 % en 2020, mientras que los casos de 
desnutrición aguda alcanzaron 1,838 en el mismo 
año (MSPAS, 2021, citado en SEGEPLAN, 2023, p. 34). 
Estos indicadores reflejan una relación directa entre 
pobreza, salud y conflictividad, pues las familias en-
frentan limitaciones para garantizar su subsistencia 
por la falta de tierras cultivables.

Otro factor que exacerba la conflictividad es el proce-
so electoral, que cada cuatro años genera tensiones 
significativas en el territorio. La competencia política, 
el clientelismo y la desinformación han derivado en 
episodios de violencia antes, durante y después de 
las elecciones, dejando secuelas que profundizan la 
polarización social (SEGEPLAN, 2023, p. 83). Si bien 
es una competencia del Tribunal Supremo Electoral, 
garantizar la seguridad del proceso electoral, cuando 
existen conflictos y la Gobernación Departamental 
es requerida para acompañar u observar el diálogo.

Estas dinámicas se entrelazan con la histórica dis-
puta por recursos naturales y proyectos de desa-
rrollo, como cultivos a gran escala, hidroeléctricas, 
proyectos mineros y petroleros, que han generado 
resistencia social en áreas habitadas por población 
en pobreza y extrema pobreza (SEGEPLAN, 2023, pp. 
20–21). La implementación de estos proyectos sin la 
consulta previa de las poblaciones que habitan en 
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los alrededores sigue siendo una de las causas de los 
conflictos sociales.

Algunas causas de la conflictividad social son:

a.	 Limitado acceso a recursos y servicios básicos: 
La falta de agua potable, salud, educación e in-
fraestructura incrementa la vulnerabilidad y la 
dependencia de la tierra como único medio de 
subsistencia (SEGEPLAN, 2023, p. 97).

b.	 Persistencia de la discriminación y exclusión 
social: Las brechas étnicas y sociales limitan el 
ejercicio pleno de derechos y profundizan la con-
flictividad (UDEFEGUA, 2018, p. 16).

El ente rector de la salud en Guatemala es el Minis-
terio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS), 
encargado de la regulación, vigilancia, coordinación 
y evaluación de los servicios sanitarios.  Asimismo, el 
Ministerio de Educación de Guatemala, encargado 
de dirigir las políticas educativas, la administración 
del sistema escolar y los servicios educativos del país. 
No obstante, cuando existe escasez en la prestación 
de los servicios frente a las necesidades de la pobla-
ción, se afectan derechos humanos de los usuarios 
incluyendo al personal. Lo que se traduce en cierre 
y suspensión del servicio, bloqueo de las redes via-
les; como medida de expresión de inconformidades. 
De ahí la importancia de contar con una política 
que brinde directrices de acompañamiento de dia-
logo y seguridad con el liderazgo de Gobernación 
Departamental.

b.	Situación Ambiental

La conflictividad ambiental en Alta Verapaz se ma-
nifiesta en procesos de deforestación, contamina-
ción de ríos y lagunas, disputas por el uso y acceso 
a la tierra, generalmente vinculadas a actividades 
agrícolas, forestales y extractivas. Estos problemas 
impactan de manera directa en la biodiversidad, la 
economía local y la calidad de vida de las comunida-
des (SEGEPLAN, 2023, p. 20).

La deforestación constituye una de las principa-
les causas de conflictividad ambiental. Entre 2010 
y 2016, el departamento perdió 2,681 hectáreas de 
cobertura forestal, con una tasa de cambio anual 
de –0.14 %, mientras que en 2020 se identificaron 
799 proyectos bajo el programa PINPEP y 2,206 en 

PROBOSQUE, orientados a la protección y manejo 
de bosques (INAB, citado en SEGEPLAN, 2023, p. 21). 
Sin embargo, la presión sobre los recursos forestales 
persiste, especialmente en áreas destinadas a la ex-
pansión agrícola y ganadera.

La contaminación hídrica es otro factor crítico. El uso 
intensivo de agroquímicos y la descarga de dese-
chos industriales y domésticos afectan la calidad del 
agua en ríos y lagunas, comprometiendo la salud 
de la población y los ecosistemas (SEGEPLAN, 2023, 
p. 25). A ello se suman conflictos por el aprovecha-
miento de recursos hídricos en proyectos hidroeléc-
tricos, como los registrados en el río Cahabón, donde 
concesiones a largo plazo han generado tensiones 
entre comunidades, autoridades y empresas (SEGE-
PLAN, 2023, p. 27).

Las consecuencias de esta conflictividad son múlti-
ples.  En el plano ambiental, se observa pérdida de 
biodiversidad, degradación de ecosistemas y altera-
ción del ciclo hidrológico. En el ámbito económico, 
la disminución de la productividad agrícola y la pér-
dida de cosechas afectan la seguridad alimentaria y 
los ingresos familiares. Socialmente, se generan con-
flictos comunitarios, desplazamientos y afectaciones 
a la salud (SEGEPLAN, 2023, pp. 28–29).

En el Parque Nacional Laguna Lachúa se han de-
nunciado ocupaciones ilegales para asentamientos 
humanos y actividades agrícolas, lo que amenaza la 
conservación de especies y ecosistemas únicos (CO-
NAP, citado en SEGEPLAN, 2023, p. 29).  Asimismo, 
en 2020 se reportó la usurpación de la finca Cubil-
güitz, donde se talaron árboles de especies prote-
gidas como la caoba, evidenciando la presión sobre 
los recursos forestales (SEGEPLAN, 2023, p. 30).  Por 
citar algunos ejemplos concretos que ilustran la 
magnitud de la conflictividad en el territorio Alta 
Verapacense.

c.	Situación Agraria

El conflicto agrario en Guatemala se define como 
“un conjunto de fenómenos agrarios que, por las 
particularidades de la historia agraria guatemalteca, 
mantienen una alta susceptibilidad de generar ten-
siones locales, a veces desembocando en la violencia” 
(Camacho, 2003, p. 7). Esta conflictividad, tiene raíces 
históricas profundas y se expresa en disputas por la 
tierra entre campesinos, comunidades indígenas y 
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grandes terratenientes, así como en tensiones entre 
trabajadores agrícolas y empresarios. Las causas son 
múltiples y estructurales: desigual distribución de la 
tierra, ausencia de legislación efectiva, impunidad, 
pobreza, desempleo, discriminación, exclusión social 
y débil presencia estatal (García, 2019, pp. 2–3).

En Alta Verapaz,  la conflictividad agraria se ha  inten-
sificado en las últimas décadas. Según UDEFEGUA 
(2018), el departamento presenta “difíciles realida-
des y grandes contradicciones: tiene el mayor nú-
mero de conflictos  por asuntos  agrarios y  récord  
de desalojos; posee las tasas más altas de pobreza 
y, al mismo tiempo, una gran riqueza de bienes na-
turales” (p. 15).  Esta paradoja se traduce en una alta 
presión sobre los recursos y en la criminalización de 
defensores de derechos humanos, con agresiones y 
asesinatos registrados en el territorio (UDEFEGUA, 
2018, p. 18).

Los datos históricos evidencian la magnitud del pro-
blema. Para noviembre de 2013, la extinta Secretaría 
de Asuntos Agrarios (SAA) reportaba 1,380 conflictos 
agrarios a nivel nacional, de los cuales 216 correspon-
dían a Alta Verapaz, involucrando más de 295,000 
hectáreas y afectando a 1.4 millones de personas (ci-
tado en SEGEPLAN, 2023, p. 94). Cinco años después, 
en mayo de 2018, la SAA contabilizaba 285 casos en 
el departamento, mientras que las entidades locales 
registraban un total de 369 conflictos clasificados en 
al menos 13 categorías, entre ellas: acceso a la tierra, 
desalojos, disputa de derechos, ocupaciones, límites 
territoriales y regularización (SEGEPLAN, 2023, p. 95). 
Esta situación se ha agravado ante la ausencia de 
una institucionalidad fortalecida para la mediación y 
resolución de conflictos, especialmente tras la desa-
parición de la Secretaría de Asuntos Agrarios (SAA) y 
la limitada capacidad de los mecanismos interinsti-
tucionales actuales.

Las causas estructurales de la conflictividad agra-
ria en Alta Verapaz pueden agruparse en cuatro 
dimensiones:

1.	 Desigualdad en la distribución de la tierra: La con-
centración de grandes extensiones en manos de 
pocos propietarios contrasta con la falta de acce-
so de campesinos y comunidades indígenas a tie-
rras productivas (SEGEPLAN, 2023, p. 96).

2.	 Antecedentes históricos de despojo: Desde la 

época colonial, los pueblos indígenas han sufri-
do pérdida sistemática de tierras, lo que alimenta 
tensiones territoriales y sociales (García, 2019, p. 4).

3.	 Transformación y presión sobre el uso de la tierra: 
La expansión de monocultivos (palma africana, 
caña de azúcar), proyectos hidroeléctricos y mi-
neros genera desplazamientos y disputas por el 
acceso y gestión de recursos naturales (PBI Gua-
temala, 2019, p. 3).

4.	 Debilidad institucional y limitada respuesta esta-
tal: La insuficiencia de mecanismos efectivos para 
la resolución de conflictos agrarios y la falta de 
coordinación interinstitucional agravan la situa-
ción (SEGEPLAN, 2023, p. 98).

La conflictividad agraria no sólo tiene implicaciones 
territoriales, sino también sociales y económicas. Las 
disputas por el acceso y uso de la tierra afectan la 
seguridad alimentaria, la cohesión comunitaria y la 
gobernabilidad local. Además, la criminalización de 
líderes comunitarios y defensores de derechos hu-
manos en contextos de resistencia frente a desalojos 
o megaproyectos evidencia la fragilidad del Estado 
para garantizar derechos fundamentales (UDEFE-
GUA, 2018, p. 19).

Superar esta conflictividad requiere construir acuer-
dos justos y equitativos que reconozcan los derechos 
históricos de las comunidades y que evidencien las 
necesidades e interés reales de hombres y mujeres, 
promuevan el acceso a la tierra y fortalezcan la insti-
tucionalidad para la mediación y resolución pacífica 
de disputas. Solo así será posible garantizar la paz 
social, la seguridad alimentaria y el desarrollo soste-
nible en Alta Verapaz.
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JUSTIFICACIÓN
DE LA POLÍTICAIV.

Según el Instituto Centroamericano de Administra-
ción Pública (ICAP), una política pública constituye 
una acción de gobierno orientada al interés gene-
ral, sustentada en diagnósticos rigurosos, análisis de 
factibilidad y procesos participativos que permiten 
definir problemas y soluciones de manera conjun-
ta con la ciudadanía. En este sentido, las políticas 
públicas son herramientas esenciales para que los 
gobiernos puedan responder de forma efectiva a las 
necesidades sociales y promover el desarrollo y el 
bienestar colectivo.     

Según SEGEPLAN, una política pública, es un instru-
mento estratégico de planificación, que busca aten-
der un problema público de interés nacional con 
reconocimiento social, que afecta negativamente a 
una población o sector que corresponde a la institu-
cionalidad pública por resolver. Las políticas públicas 
son fundamentales para la toma de decisiones del 
Estado y su compromiso en respuesta a problemas 
específicos. Además, son herramientas técnicas de 
planificación de largo plazo y mecanismos de rendi-
ción de cuentas que deben integrar componentes 
de seguimiento, evaluación y transparencia.15 

El departamento de Alta Verapaz enfrenta retos 
complejos vinculados a la conflictividad social, par-
ticularmente en torno a disputas por tierras, acce-
so y gestión de recursos naturales, limitaciones en 
servicios básicos y tensiones comunitarias. Estas 
dinámicas, profundamente arraigadas en factores 
históricos, culturales y estructurales, requieren res-
puestas integrales que reconozcan las particularida-
des territoriales y prioricen soluciones pertinentes, 
inclusivas y sostenibles. 

15 Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia. (2017). Guía para la 
formulación de políticas públicas.

Es por ello, por lo que Gobernación Departamental 
de Alta Verapaz, elaboró la Política Pública Departa-
mental para la Atención de la Conflictividad en Alta 
Verapaz 2018-2032, como resultado de un proceso 
participativo y de coordinación institucional entre 
Estado, Sociedad Civil, Sector Privado y Cooperación 
Internacional.   

Después de la aprobación e inicio de implementa-
ción de La Política Pública Departamental para la 
Conflictividad en Alta Verapaz, en el año 2018, debi-
do a los constantes cambios en la estructura insti-
tucional del Estado en el marco del abordaje de la 
conflictividad, como fenómeno que continúa ge-
nerando impacto social, ambiental y territorial en 
el departamento, se requieren directrices y decisio-
nes estratégicas para fortalecer la gobernabilidad, 
la construcción de la paz y el desarrollo sostenible. 
Por ello, se actualiza la Política Departamental para 
la Atención de la Conflictividad en Alta Verapaz para 
el período 2025-2052. 

La actualización es para fortalecer la institucionali-
dad pública, impulsar mecanismos para consolidar 
una gobernanza efectiva y se responda a las nece-
sidades de grupos vulnerados. Este instrumento 
permitirá establecer un marco orientador para la 
prevención, gestión y resolución pacífica de conflic-
tos sociales, ambientales y agrarios, abordando sus 
causas profundas y garantizando la participación de 
los distintos actores del territorio; indígenas, mujeres 
y juventud.

Asimismo, la política facilitará la identificación de 
riesgos y la intervención para evitar la escalada de 
tensiones hacia crisis, violencia o desplazamientos. 
Garantizará, además, el acceso a mecanismos de 
resolución de conflictos justos, transparentes y cul-
turalmente pertinentes, especialmente en situacio-
nes relacionadas con la tenencia de la tierra o el uso 
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de los recursos naturales. De esta forma, contribuirá 
a promover la justicia social y reducir los niveles de 
conflictividad en el departamento.

Al priorizar el diálogo, la participación comunitaria y 
el respeto a la diversidad cultural, la política busca 
fortalecer la cohesión social y evitar la fragmentación 
del tejido comunitario. Su implementación favorece-
rá la coordinación interinstitucional y la articulación 
con actores locales, asegurando que las decisiones 
se adopten con transparencia, legitimidad y enfoque 
territorial. Asimismo, al atender los factores estruc-
turales relacionados con tierra, ambiente y recursos 
naturales, se promoverá un desarrollo más equitati-
vo y sostenible para toda la población.

En este sentido, el abordaje estratégico y sostenido 
de la conflictividad debe asumirse como un com-
promiso de Estado para fortalecer la institucionali-
dad pública, orientada a la transformación de causas 
estructurales de la conflictividad y con una visión de 
mediano y largo plazo. 

La presente Política Departamental para la Atención 
de la Conflictividad en Alta Verapaz 2025-2052, cons-
tituye una herramienta estratégica para la institucio-
nalidad departamental, que fortalecerá la toma de 
decisiones informada, articulada y descentralizada, 
contribuyendo al bienestar y la gobernabilidad de-
mocrática en el territorio, atendiendo las particulari-
dades de cada región.

a.	Proceso Metodológico 

A manera de antecedentes, el procedimiento meto-
dológico para la construcción de la Política Pública 
Departamental para la Atención de la Conflictividad 
en Alta Verapaz inició en el año 2014, promoviendo 
talleres participativos, mesas de trabajo, intercam-
bios interregionales, reuniones de comisiones de 
trabajo y presentaciones públicas. Se diseñó una 
ruta de trabajo de seis fases: 1) Diagnóstico; 2) Carac-
terización de actores; 3) Consulta de actores; 4) Siste-
matización; 5) Socialización y 6) Plan de acción.
A continuación, se describen las fases del proce-
so desarrollado para la elaboración de la política 
2018-2032.
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Fases del proceso de elaboración de la Política 
Pública Departamental para la Atención de la 
Conflictividad en Alta Verapaz 2018-2032.

Figura No. 5

Fuente: elaboración propia en base a informes de consultoría.
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b. Proceso de la Actualización

En julio del 2025, después de 7 años de la formulación 
de la Política Pública Departamental para la Aten-
ción de la Conflictividad en Alta Verapaz 2018-2032, a 
razón de los cambios y nuevas dinámicas de la con-
flictividad, los conflictos y la institucionalidad encar-
gada del abordaje y atención de esta problemática, 
con el liderazgo de Gobernación Departamental, en 
coordinación con la Comisión Departamental de 
Atención a la Conflictividad (CDAC), del Consejo De-
partamental de Desarrollo y con la asistencia técnica 
del proyecto Juventud Activa por la Paz -JUVEPAZ-, 
se inició la actualización de la Política Pública De-
partamental para la Atención de la Conflictividad en 
Alta Verapaz para el período 2025-2052.

Para alcanzar los objetivos de actualización del con-
tenido de la Política, se desarrolló el siguiente proce-
so metodológico:

1.	 Revisión de la política, para identificar los puntos 
de mejora y actualización necesaria. Este proce-
so consideró las nuevas dinámicas de la conflic-
tividad, los tipos de conflictos, las herramientas, 
mecanismos y el mandato de la institucionalidad 
encargada del abordaje de esta problemática.

2.	 Desarrollo de investigación bibliográfica para con-
textualizar la información contenida en la política.  
En esta fase se actualizó información, integración 
de nuevas tendencias o perspectivas en materia 
de atención y abordaje de la conflictividad.

3.	 Desarrollo de talleres presenciales con actores 
clave vinculados a la atención y abordaje de la 
conflictividad y los conflictos para actualizar y re-
definir conceptos, herramientas, mecanismos, 
procesos y estrategias para el abordaje y atención 
de la conflictividad desde una visión integral.

4.	 Sistematización de la información recopilada de 
los talleres de actualización; que fueron insumos 
necesarios para la actualización del contenido de 
la Política, con el aporte de todos los actores cla-
ves en materia de abordaje de la conflictividad, 
integrado por representantes institucionales, so-
ciedad civil, Comisiones Municipales de Atención 
a la Conflictividad y de Redes Municipales de Jó-
venes, principalmente de municipios de la subre-
gión Polochic.

5.	 Asistencia técnica de SEGEPLAN basada en la 
guía de elaboración de políticas públicas y alinea-
das al Plan Nacional de Desarrollo Katún: Nuestra 
Guatemala 2052 y Plan de Desarrollo Departa-
mental de Alta Verapaz 2021–2052.

6.	 Redacción, revisión y consolidación de una ver-
sión actualizada de la política pública: proceso 
desarrollado con Gobernación Departamental, la 
Comisión Departamental para la Atención de la 
Conflictividad, actores clave del proceso y con la 
asistencia técnica del proyecto JUVEPAZ.

7.	 Presentación y aprobación de la actualización de 
la política ante el Consejo Departamental de De-
sarrollo de Alta Verapaz.
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El objetivo estratégico de la Política para la Atención 
de la Conflictividad en Alta Verapaz 2025-2052, cons-
tituye la estructura orientadora que define la direc-
ción, las prioridades y los criterios operativos para la 
intervención institucional en el territorio. Este marco 
integra los acuerdos alcanzados durante el proce-
so participativo de actualización y traduce la visión 
compartida de los sectores en lineamientos claros 
que permiten prevenir, gestionar, resolver y trans-
formar la conflictividad desde un enfoque integral, 
intercultural y basado en derechos. 

A través de principios rectores, enfoques transver-
sales, ejes estratégicos y herramientas operativas 
incluidos los protocolos social, ambiental y agrario. 
El marco estratégico articula los elementos concep-
tuales, metodológicos y operativos necesarios para 
garantizar que las acciones institucionales se desa-
rrollen con coherencia, pertinencia y coordinación 
interinstitucional. 

De esta manera, se constituye en la base para orien-
tar la toma de decisiones, priorizar intervenciones, 
fortalecer capacidades y asegurar que la imple-
mentación de la política contribuya efectivamente a 
la gobernanza territorial y al desarrollo integral del 
departamento.

1. Objetivos estratégicos y específicos

1.1 Objetivo estratégico: 
Fortalecer la gobernanza del departamento de Alta 
Verapaz mediante un instrumento de gestión públi-
ca que integre a la institucionalidad pública manda-
tada para la atención integral y la transformación de 
la conflictividad social, ambiental y agraria, en cohe-
rencia con las políticas nacionales y sectoriales, con-
tribuyendo al desarrollo integral del territorio.

1.2 Objetivos específicos: 

1.2.1 Contribuir a la atención de la conflictividad 
social: Mediante el dialogo y otros mecanismos 
que reduzcan la desigualdad, mejoren la pres-
tación de servicios públicos y promuevan condi-
ciones dignas de vida en apoyo a los Ministerios 
responsables de la prestación de servicios básicos.

 
1.2.2 Establecer mecanismos de articulación in-

terinstitucional:  Para la atención de conflictos 
relacionados con el uso, explotación y protección 
de los recursos naturales, priorizando la sostenibi-
lidad ambiental.

1.2.3 Atender los conflictos agrarios: Vinculados 
a la tenencia, posesión y uso de la tierra, promo-
viendo certeza jurídica, regularización y condicio-
nes para el desarrollo integral.

2. Principios

Los principios rectores que orientan la implementa-
ción de la política y establecen las bases para una 
intervención interinstitucional en el territorio son:

2.1 Equidad étnica: Promover acciones que orienten 
a la promoción e inclusión de las necesidades y prio-
ridades de los grupos desde la perspectiva de dere-
chos de los Pueblos Indígenas.

2.2 Equidad de género: Las acciones de la presente 
política estarán centradas en la defensa de los de-
rechos humanos, la generación de oportunidades, 
la inclusión en la toma de decisiones de hombres y 
mujeres.

2.3 Inclusividad: Desde la perspectiva de partici-
pación y el reconocimiento del ser humano inde-
pendientemente de sus condiciones personales, 
sociales o culturales.

OBJETIVO ESTRATÉGICOV.
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2.4 Transparencia: Implica la adopción de proce-
sos claros, accesibles y verificables en la gestión ins-
titucional, asegurando que la población conozca 
las políticas, leyes y procedimientos que regulan la 
atención a la conflictividad.

2.5 Rendición de cuentas: Una parte de la transpa-
rencia, este principio está ligado a la presentación de 
informes, acciones y procedimientos que se gene-
ren en el marco de la implementación de esta políti-
ca, considerando elementos de auditoría social.

2.6 Derecho a la consulta: Fundamentados en el 
marco jurídico internacional en esta materia, esta 
política dará preeminencia a mantener la goberna-
bilidad, promoviendo el respeto, el consentimiento 
y la participación de los diferentes actores de un 
territorio.

3. Enfoques
Los enfoques definen cómo se abordará la conflicti-
vidad en el territorio y orientan las acciones de pre-
vención, gestión, resolución y transformación. Se 
han identificado los siguientes enfoques:

3.1 Prevención: Producción de información, coordi-
nación estratégica, articulación interinstitucional y 
análisis de problemáticas que potencialmente pue-
dan evolucionar hacia expresiones de conflictividad. 
También implica acciones de formación, capacita-
ción y sensibilización, entre otras, que permitan su 
manejo colaborativo y pacífico en el abordaje de la 
conflictividad.

3.2 Gestión: Acciones que procuran espacios de diá-
logo y negociación necesarios para una salida pacífi-
ca y productiva a los conflictos y evitar daños.

3.3 Resolución: Generación de acuerdos y compro-
misos que respondan a las causas de la conflictividad.

3.4 Transformación: Seguimiento, cumplimiento 
y evolución de los acuerdos y compromisos adqui-
ridos, hasta el logro de cambios en la realidad que 
aseguren el desarrollo.

3.5 Atención a crisis: Respuestas articuladas en 
situaciones de emergencia y en función de evitar 
escaladas de violencia o daño, acción que, por man-
dato, corresponde única y exclusivamente a la insti-
tucionalidad pública.

4. Ejes 
El trabajo desarrollado, dio como resultado la con-
formación de tres ejes prioritarios para la atención 
integral de la conflictividad en el departamento de 
Alta Verapaz.

4.1 Conflictividad social: Controversias derivadas de 
insatisfacción social por demandas y expectativas no 
atendidas principalmente por parte del Estado, que 
llevan a la permanencia de condiciones de inequi-
dad, impedir oportunidades de desarrollo y afectar 
la convivencia pacífica. Esto implica asegurar que, en 
el marco de los acuerdos y compromisos surgidos 
de la resolución de conflictos, la implementación de 
mecanismos y acciones del Estado que reduzcan la 
desigualdad y mejoren las condiciones de vida de 
los habitantes. La atención prioritaria de esta Política 
se enfoca en la conflictividad que surge de ausencia, 
debilidad, omisión y acción equivocada de las insti-
tuciones públicas.

4.2 Conflictividad ambiental: Insatisfacción social 
vinculada al uso, aprovechamiento, exploración y ex-
plotación de los recursos naturales. Esto implica el 
desarrollo de pactos y plataformas sociales que res-
pondan a los intereses y necesidades de los actores 
involucrados, así como la incorporación de buenas 
prácticas ambientales. 

El énfasis de las acciones de la presente política ra-
dica en la protección de poblaciones vulnerables y 
del ambiente, desde el cumplimiento por parte del 
Estado, de leyes, convenios y políticas en la materia. 

Merece atención prioritaria las consecuencias so-
ciales y ambientales del modelo de desarrollo ex-
tractivista, especialmente en lo que concierne a la 
contaminación y la pérdida de bosque, suelo y agua.

4.3 Conflictividad agraria: Insatisfacción relacio-
nada a la tenencia, posesión y uso de la tierra, por 
causas históricas, sociales, políticas, económicas y 
ambientales. Una de las acciones de esta Política es 
contribuir al cumplimiento de la Política Nacional 
Agraria en sus mandatos de acceso, certeza y segu-
ridad jurídica, activos productivos y resolución de 
conflictos respecto a la tierra, con énfasis en la regu-
larización de su tenencia. 
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Sistema de alerta de la Política Pública Departa-
mental para la Atención de la Conflictividad en Alta 
Verapaz 2025-2052.

Figura No. 6
En este apartado, la atención prioritaria de la políti-
ca radica en la conflictividad que surge de la distri-
bución y reconcentración de la tierra, los limitados 
incentivos a la productividad y los fenómenos de 
crecimiento poblacional.

5. Alertas                                            

Las instituciones que atienden casos de conflictivi-
dad disponen de una base de datos, que será ac-
tualizada periódicamente mediante formato Excel o 
software específico para el registro y procesamiento 
de la información. Al momento de analizar los con-
flictos se establecerán categorías, subcategorías, ti-
pologías y otro mecanismo de consolidación, que 
facilite el análisis de la información y la emisión de 
alertas.

Actualmente, fue evidente constatar que las insti-
tuciones disponen de condiciones propias de cla-
sificación y mecanismos de alertas, por lo que, son 
disposiciones técnicas necesarias para brindar una 
atención y seguimiento de acuerdo con las particu-
laridades de cada caso. 

Las alertas favorecerán el manejo adecuado de in-
formación, orienta la articulación interinstitucional, 
establece una estrategia común de atención basa-
dos en mecanismos de monitoreo y evaluación. Asi-
mismo, la comunicación oficial interna y externa en 
la atención de la conflictividad, orienta la transfor-
mación hacia el desarrollo integral.

Para contar con criterios comunes de atención a ca-
sos en esta Política Pública Departamental para la 
Atención de la Conflictividad 2025-2052, se acordó 
utilizar el concepto “alerta”, con la condición de ac-
tivarlo de acuerdo con las categorías y niveles en los 
que se encuentren los conflictos a abordar de la ma-
nera siguiente:

Conflictos en que las partes están 
anuentes al dialogo y no existe la po-
sibilidad que se afecte a terceros. La 
intervención de conciliadores, media-
dores y personal institucional se acepta.

Conflictos en los que existe la posibi-
lidad de que el dialogo se rompa, son 
del conocimiento de autoridades, están 
plateados como demanda y en los que 
existe posiciones encontradas entre las 
partes. Existe la percepción de violación 
de derechos y pueden sumarse orga-
nizaciones acompañantes, asesores y/o 
profesionales. En este caso los mediado-
res, conciliadores requieren intervención 
de una autoridad institucional superior.

Conflicto en los que existe una situación 
de crisis que altera la normalidad de re-
laciones entre los actores, pueden ma-
nifestarse en situaciones inesperadas 
toma de rehenes o carreteras, muertes, 
daños a la propiedad, manejo de infor-
mación parcializada y exigencias fuera 
de diálogo que generan ingobernabili-
dad.  Las autoridades locales e institu-
ciones están inmersas en la atención de 
la crisis y gestionando la solución a nivel 
de autoridades centrales.  La coordina-
ción interinstitucional es imperativa en 
la busque de soluciones.

AMARILLA

ROJA

Verde
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Los ejes definidos disponen de los respectivos linea-
mientos y acciones clave a implementar en la Polí-
tica Pública para la Atención de la Conflictividad en 
Alta Verapaz para el período 2025-2052.     

Los resultados proyectados en la política se resumen 
en los siguientes enunciados: Diseño de una base 
de datos para el monitoreo de los conflictos, elabo-
ración de tres protocolos de atención de la conflicti-
vidad y las matrices de cumplimiento de la política, 
que contienen objetivos, ejes, resultados, líneas de 
acción o lineamientos e indicadores, línea de base, 
metas y medios de verificación en cada eje.

La base de datos de la conflictividad a nivel departa-
mental tiene la siguiente estructura: a. Tipologías y 
subtipologías sociales, b. Tipologías y subtipologías 
ambientales y c. Tipologías y subtipologías agrarias.

1. Protocolos de atención de la conflictividad

La Política actualizada incorpora tres herramientas 
operativas fundamentales, denominadas protocolos 
de atención, diseñados para abordar la conflictivi-
dad de acuerdo con su tipología: social, ambiental 
y agraria. Estos protocolos funcionan como instru-
mentos complementarios que orientan la actuación 
institucional y facilitan intervenciones coheren-
tes, oportunas y culturalmente pertinentes frente 
a los diferentes tipos de conflicto presentes en el 
departamento.

Cada protocolo está estructurado a partir de compo-
nentes esenciales que permiten una comprensión 
integral de la conflictividad y una actuación técnica 
adecuada:

PLAN DE ACCIÓNVI.

•	 Componente contextual: Que incluye una des-
cripción técnica y teórica de los conceptos clave, na-
rrativas locales, antecedentes relevantes y un análisis 
actualizado de la situación departamental.

•	 Marco normativo:  Sonde se integran y articulan 
los instrumentos legales nacionales e internaciona-
les pertinentes para la atención de los conflictos en 
cada tipología.

•	 Definición de objetivos y alcances: Orientada 
a establecer procedimientos claros y homogéneos 
para el abordaje de la conflictividad, promoviendo 
criterios comunes de actuación que garanticen la 
sostenibilidad de los procesos. Entre dichos criterios 
se incluyen el fortalecimiento del diálogo, la objeti-
vidad e imparcialidad, la coherencia institucional, la 
coordinación intersectorial, la pertinencia cultural, la 
equidad de género, la participación de juventudes y 
el respeto irrestricto de los derechos humanos.

Asimismo, los protocolos se sustentan en enfoques 
de transformación, que comprenden la gestión, la 
resolución, la atención a crisis y la transformación de 
conflictos, lo cual permite una intervención integral, 
diferenciada y adaptada a las dinámicas locales.

Cada protocolo incorpora, además, un conjunto de 
procedimientos específicos que abarcan todas las 
etapas del proceso de atención: desde la fase previa 
y la recepción del caso, hasta su análisis, tratamiento, 
derivación, clasificación por tipologías y subtipolo-
gías. También incluyen herramientas técnicas como 
formatos para el ingreso de casos, guías para la ela-
boración de informes, matrices de calificación, estu-
dios técnicos y metodologías para facilitar procesos 
de diálogo y concertación.
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Eje Tipología Sub-Tipología

Social 

Salud

•	Disputas por el acceso y la calidad de los servicios de salud: Deficiencias 
en la prestación de servicios, infraestructura, insumos y equipo. 
•	Conflictos por condiciones y/o demandas laborales del personal de salud 
a nivel interno de la institución: Toma de hospitales y centros de salud. 
Suspensión de los servicios y bloqueo de carreteras.
•	Conflictos derivados por la deficiencia en la planificación, administración 
y asignación presupuestaria: Despidos de personal y derechos sindicales.

Educación

•	Disputas por el acceso y calidad a los servicios educativos: Falta de in-
fraestructura, mobiliario y equipo, insuficiente personal docente y malas 
prácticas del personal de educación (cobros ilegales, acoso sexual, alco-
holismo, incumplimiento de labores) y debilidad de los mecanismos de 
investigación o sanción.
•	Deficiencia en la calidad educativa y administrativa: Falta de personal 
con la experiencia correspondiente en las áreas específicas.
•	Debilidad en el cumplimiento de los procedimientos administrativos por 
parte del garante. 
•	Irregularidades en el manejo de programas (alimentación, proyectos de 
remozamiento, valija didáctica, seguros).   

Seguridad Ciu-
dadana

•	La inseguridad ciudadana en la red vial.
•	Insuficiente personal policial en los territorios.
•	Gestión de riesgos y presencia de grupos ilegales de seguridad.

Energía Eléc-
trica

•	Conflictos por la prestación de servicios de energía eléctrica: Cone-
xiones irregulares, falta de cobertura del servicio de energía eléctrica y 
conflicto por las tasas de alumbrado público.

Servicios Públi-
cos

Municipales

•	Ordenamiento Territorial en el funcionamiento de mercados y el uso de 
banquetas y espacios públicos.
•	Conflictos por la falta de acceso y calidad de servicios básicos (vías de 
acceso, agua, drenajes, recolección de basura etc.).

Apéndice:
 Conflictos

en Condición
de Crisis

•	Retenciones.
•	Amenaza de linchamientos.
•	Toma de edificios públicos.
•	Bloqueos de carreteras.

Cuadro No. 5
Tipologías y subtipologías de conflictos sociales, 
ambientales y agrarios.
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Ambiental 

Recurso Agua

•	Proyectos/obras/inversiones que modifican o que perturban el agua. 
•	Disputa de derechos de uso de recursos hídricos. 
•	Alteración de aguas y falta de plantas de tratamiento de aguas residua-
les.

Alteración o 
Deterioro Am-

biental

•	Aire: emisiones de gases, humo y malos olores.
•	Auditiva: Provenientes de actividades industriales, extractivas o sociales.
•	Visual: vallas publicitarias, rótulas, cableado, torres telefónicas.

Biodiversidad 
y Áreas 

Protegidas

•	Modificación del paisaje.
•	Perturbación de los sistemas ecológicos, extracción e introducción de 
especies de flora y fauna.
•	Conflictos por ocupación de áreas protegidas y/o avance de la frontera 
agrícola.
•	Incendios forestales.
•	Tala ilícita.
•	Acceso, control y aprovechamiento de los recursos.
•	Narcotráfico.
•	Expansión de monocultivos e industrias extractivas.

Residuos y De-
sechos

•	Botaderos y/o vertederos clandestinos o legales.
•	Contaminación de fuentes hídricas.
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Fuente: Elaboración propia basada en información recopilada en talleres participativos.

Agrario

Límites Territo-
riales

•	Conflictos derivados de la falta de establecimiento de límites comuna-
les, municipales o departamentales.

Regularización

•	Adjudicaciones anómalas.
•	Asentamientos humanos en propiedad privada originados por los dife-
rentes programas agrarios (INTA, Fondo de Tierras, etc.).
•	Adjudicaciones a grupos distintos a los antiguos posesionarios.
•	Trámites sobre terrenos estatales, baldíos o excesos, aún no resueltos.
•	Interrupción en las inscripciones de derecho de dominio.
•	Tierras nacionales adscritas con destinos específicos, no vigentes.

Ocupaciones:

•	Necesidad de acceso a la tierra.
•	Ocupación de tierras con la calidad legal de área protegida.
•	Por reclamo del pago de prestaciones laborales.
•	Por la suposición de existencia de excedentes en el área de la propie-
dad ocupada.
•	Por la suposición de existencia de baldíos o tierras de la nación dentro 
de la propiedad ocupada.
•	Antecedentes de colonatos.

Disputa de De-
rechos

•	Doble o múltiple titulación.
•	Doble o múltiple registro de la misma propiedad.
•	Titulaciones supletorias realizadas sobre derechos registrales vigentes 
(bienes inscritos).
•	Falta de inscripción registral.
•	Vicios registrales.
•	Error estatal en adjudicación de tierras.
•	Derechos sucesorios.
•	Reivindicación histórica.
•	Falta de definición y establecimiento de linderos.
•	Servidumbres.
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Ruta de implementación de la Política Pública De-
partamental para la Atención de la Conflictividad 
en Alta Verapaz 2025 - 2052.

Figura No. 7

2. La Ruta de implementación de la política para 
el logro de objetivos es la siguiente:

Fuente:  Elaboración propia, con en información recopilada en talleres participativos.



47

3.  Plan de Acción

El plan de acción define objetivos, acciones, enti
des responsables y temporalidad.  Así mismo, la cla-
sificación de conflictividad por ejes según el procedi-
miento de abordaje.

Eje 1: Conflictividad social

Controversias derivadas de insatisfacción social por 
demandas y expectativas no atendidas principal-
mente por parte del Estado, que llevan a la per-
manencia de condiciones de inequidad, impedir 
oportunidades de desarrollo y afectar la conviven-
cia pacífica. La Comisión Departamental para la 
Atención de la Conflictividad (CDAC), emite opinio-
nes técnicas respecto a los conflictos y los deriva a 
las instituciones competentes para su abordaje y 
resolución.

•	 Objetivo estratégico: Fortalecer la gobernan-
za del departamento de Alta Verapaz mediante 
un instrumento de gestión pública que integre 
a la institucionalidad pública mandatada para la 
atención integral y la transformación de la conflic-
tividad social, en coherencia con las políticas na-
cionales y sectoriales, contribuyendo al desarrollo 
integral del territorio.

•	 Objetivo específico

•	 Contribuir a la atención de la conflictividad so-
cial: Mediante el diálogo y otros mecanismos que 
reduzcan la desigualdad, mejoren la prestación 
de servicios públicos y promuevan condiciones 
dignas de vida en apoyo  a las instituciones res-
ponsables de la prestación de servicios básicos. 

•	 Población objetivo: Habitantes del departamen-
to de Alta Verapaz, especialmente aquellos en 
condiciones de vulnerabilidad, comunidades in-
dígenas y no indígenas y poblaciones afectadas 
por la deficiente prestación de servicios públicos.

•	 Cambio deseado: Reducción de la conflictivi-
dad social mediante la mejora en la atención 
institucional, el fortalecimiento del diálogo, la 
prestación de servicios públicos de calidad y la 
promoción del desarrollo integral.

•	 Magnitud del problema: Alta incidencia de con-
flictos sociales debido a inequidad, falta de acce-
so a servicios básicos y ausencia de mecanismos 
de atención efectivos.

•	 Temporalidad: Basada en la vigencia de la Políti-
ca de Atención a la Conflictividad de Alta Verapaz 
2025-2052, con acciones anuales, trimestrales y 
mensuales.

Eje 2: Conflictividad ambiental
Incidencia social vinculada al uso, aprovechamiento, 
exploración y explotación de los recursos naturales.

•	 Objetivo estratégico: Fortalecer la gobernan-
za del departamento de Alta Verapaz mediante 
un instrumento de gestión pública que integre 
a la institucionalidad pública mandatada para la 
atención integral y la transformación de la conflic-
tividad ambiental en coherencia con las políticas 
nacionales y sectoriales, contribuyendo al desa-
rrollo integral del territorio.

•	 Objetivos específicos

•	 Establecer mecanismos de articulación inte-
rinstitucional:  Para la atención de conflictos re-
lacionados con el uso, explotación y protección de 
los recursos naturales, priorizando la sostenibili-
dad ambiental.

•	 Población objetivo: Poblaciones afectadas por 
conflictos ambientales, comunidades depen-
dientes de recursos naturales, pueblos indígenas, 
municipalidades, y actores públicos y privados in-
volucrados en el uso y gestión ambiental. Comu-
nidades ubicadas en áreas protegidas previo a las 
declaraciones legales.

•	 Cambio deseado: Reducción de la conflictividad 
ambiental mediante la articulación interinstitu-
cional, aplicación efectiva de normativas, sistemas 
de monitoreo, y promoción del desarrollo sosteni-
ble con participación comunitaria.

•	 Magnitud del problema: Alta incidencia de con-
flictos por contaminación, uso de recursos na-
turales, y deficiente aplicación de normativas 
ambientales.
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•	 Temporalidad: Seguimiento de acciones estable-
cidas en la política 2025-2052, en forma anual, tri-
mestral y mensual.

Eje 3: Conflictividad agraria:
Insatisfacción relacionada a la tenencia, posesión y 
uso de la tierra, por causas históricas, sociales, políti-
cas, económicas y ambientales. 

•	 Objetivo estratégico: Fortalecer la gobernan-
za del departamento de Alta Verapaz mediante 
un instrumento de gestión pública que integre 
a la institucionalidad pública mandatada para la 
atención integral y la transformación de la con-
flictivadad agraria, en coherencia con las políticas 
nacinales y sectoriales, constribuyendo al desarro-
llo integral del territorio. 

•	 Objetivos específicos

•	 Atender los conflictos agrarios: Vinculados a la 
tenencia, posesión y uso de la tierra, promoviendo 
certeza jurídica, regularización y condiciones para 
el desarrollo integral.

•	 Población objetivo: Comunidades rurales y per-
sonas campesinas afectadas por conflictos de 
tenencia y posesión de la tierra, pequeños agricul-
tores, pueblos indígenas, y actores institucionales 
vinculados a la gestión de la tierra.

•	 Cambio deseado: Reducción de la conflictividad 
agraria mediante mecanismos de alerta tempra-
na, atención institucional articulada, procesos 
de diálogo, y proyectos productivos sostenibles 
postconflicto.

•	 Magnitud del problema: Conflictos históricos y 
recurrentes por tenencia de tierra que afectan la 
paz social y el desarrollo productivo.
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Objetivo estratégico de la política pública 
departamental para la Atención de la Conflictividad 
en Alta Verapaz 2025-2052.

Objetivo Estra-
tégico

Objetivos 
Específicos

Eje 
Estraté-

gico
Resultados Líneas de Acción o Lineamientos

Fortalecer la 
gobernanza del 
departamento 
de Alta Verapaz 

mediante un 
instrumento de 
gestión pública 
que integre a la 

instituciona-
lidad pública 
mandatada 

para la atención 
integral y la 

transformación 
de la conflic-
tividad social, 
ambiental y 
agraria, en 

coherencia con 
las políticas 
nacionales y 
sectoriales, 

contribuyendo 
al desarrollo 
integral del 

territorio.

Contribuir a la 
atención de la 
conflictividad 

social,me-
diante el diá-
logo y otros 

mecanismos 
que reduzcan 

la desigual-
dad, mejoren 
la prestación 
de servicios 
públicos y 

promuevan 
condiciones 

dignas de 
vida en apoyo 
a las institu-
ciones res-

ponsables de 
la prestación 

de dichos 
servicios.

Social

Atención a la con-
flictividad social 
generada como 

consecuencia 
de la deficiente 
prestación de 

servicios públicos 
(salud, educación, 
energía eléctrica, 

conflictividad 
electoral, seguri-
dad alimentaria, 

infraestructura bá-
sica, entre otros) en 

el departamento.

Articulación de las instituciones guberna-
mentales, no gubernamentales, privadas, 
sociales y comisiones técnicas municipa-

les, departamentales.

CDAC y Comisiones Municipales de Aten-
ción a la Conflictividad incluyen en su 
plan de acción, líneas estratégicas de 
atención a la conflictividad que les co-
rresponde. UTAC deriva a las comisiones 
correspondientes los casos de conflictos 

sociales que se presenten.

Monitorear los conflictos sociales a nivel 
departamental, (Polochic, Central y zona 
de la Franja Transversal del Norte) y mu-
nicipal para mantener actualizada la base 
datos sobre conflictos en el departamen-
to en base a las tipologías y subtipologías 

definidas.

Crear o reactivar y fortalecer la Comisio-
nes Municipales de Atención a las Con-

flictividad (CMAC).

Cuadro No. 6
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Crear o reactivar Oficinas Municipales 
de Atención a la Conflictividad (OMAC) 

como parte de la estructura municipal.

Diseñar y operativizar un sistema de aler-
ta temprana de conflictos sociales a nivel 
departamental de acuerdo con la tipolo-

gía establecida.

Elaboración de Protocolo estandarizado 
para la atención de conflictos sociales.

Facilitar procesos de diálogo para la aten-
ción de conflictos sociales de manera 
justa y equitativa con participación de 

mujeres, jóvenes y pueblos indígenas.

Disponer de un plan de capacitación y 
fortalecimiento para las comisiones Mu-
nicipales, para promover la resolución 
pacífica de conflictos vía el diálogo y pro-

mover una cultura de paz.

Generar procesos 
de prevención de la 
conflictividad social 
mediante el esfuer-
zo coordinado de 
las instituciones del 
Estado, sociedad 
civil, cooperación 
internacional e ini-
ciativa privada, para 
impulsar iniciativas 
de desarrollo inte-

gral y sostenible.

Monitorear el cumplimiento de las políti-
cas públicas, acuerdos y compromisos en 
materia de salud, educación, seguridad 
alimentaria, seguridad ciudadana, con 
participación de pueblos indígenas, mu-

jeres y jóvenes.

Generar compromisos y acuerdos socia-
les entre el Estado, la sociedad civil y la 
iniciativa privada para promover acciones 
que mejoren las condiciones de vida de 

la población.

Promover alianzas estratégicas con 
cooperación internacional, entes priva-
dos que contribuyan con el desarrollo 

sostenible.

Establecer un me-
canismo común 

para el abordaje de 
conflictos agrarios, 
que permita redu-
cir los índices de 

conflictividad con 
características de 
escalada violenta.

Elaboración de Protocolo estandarizado 
para la atención de conflictos agrarios.
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Generar procesos 
de prevención de la 
conflictividad social 
mediante el esfuer-
zo coordinado de 
las instituciones del 
Estado, sociedad 
civil, cooperación 
internacional e ini-
ciativa privada, para 
impulsar iniciativas 
de desarrollo inte-

gral y sostenible.

Monitorear el cumplimiento de las políti-
cas públicas, acuerdos y compromisos en 
materia de salud, educación, seguridad 
alimentaria, seguridad ciudadana, con 
participación de pueblos indígenas, mu-

jeres y jóvenes.

Generar compromisos y acuerdos socia-
les entre el Estado, la sociedad civil y la 
iniciativa privada para promover acciones 
que mejoren las condiciones de vida de 

la población.

Promover alianzas estratégicas con 
cooperación internacional, entes priva-
dos que contribuyan con el desarrollo 

sostenible.

Asegurar la inclu-
sión de poblaciones 
indígenas y no in-
dígenas, mujeres y 
jóvenes que solven-
taron una situación 
de conflictividad y 
se encuentran en 
condiciones de vul-
nerabilidad en es-
pacios de desarrollo 

departamental.

Atender de manera focalizada a las po-
blaciones indígenas y no indígenas que 
solventaron su situación de conflictividad 
y que se encuentran en condiciones de 
vulnerabilidad mediante la implementa-
ción de proyectos de desarrollo definidos 
en los planes, programas y proyectos de 

Gobierno.

Reducir los índices 
de conflictividad 

social en el depar-
tamento de Alta 

Verapaz.

Promoción del diálogo y la resolución 
pacífica de conflictos con perspectivas 

de género.

Establecer 
mecanismos 
de articula-

ción interinsti-
tucional para 

la atención 
de conflictos 
relacionados 
con la explo-
ración, explo-
tación, uso y 

protección de 
los recursos 
naturales, 

priorizando la 
sostenibilidad 

ambiental.

Am-
biental

Establecer me-
canismos para 
el abordaje de 

la conflictividad 
ambiental en Alta 

Verapaz.

Desarrollar un mapeo de la conflictividad 
ambiental.
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Construir una base de datos para la 
consolidación de información referente a 

conflictos ambientales.

Desarrollar una herramienta por ca-
tegorías (semaforización) y alertas de 

conflictos.

Elaboración de Protocolo estandari-
zado para la atención de conflictos 

ambientales.

Atención articu-
lada de conflictos 

derivados de 
situaciones relacio-
nadas a la explora-
ción, explotación, 
uso y protección 
de los recursos 

naturales.

Establecer mecanismos de coordinación 
entre la CDAC y la COMARN para el abor-

daje de conflictos ambientales.

Desarrollar seminarios de aprendizaje y 
fortalecimiento en temas ambientales.

Monitoreo preventivo por parte del MARN/
COMARN para la aplicación de la norma-

tiva ambiental en el departamento.

Incidencia Política para la revisión de pro-
puestas, iniciativas y/o reformas de ley ge-
neradas por otros sectores ambientales.

Fortalecer las 
capacidades ins-
titucionales para 

hacer efectivas las 
medidas de com-
pensación social.

Consensuar con distintos actores vincu-
lados a la atención de la conflictividad 
ambiental, una propuesta de regulación 
para la compensación social comunitaria 

en Programas de Desarrollo.

Atender los 
c o n f l i c t o s 
agrarios vin-
culados a la 
tenencia, po-
sesión y uso 
de la tierra, 
p r o m ov i e n -
do certeza 
jurídica, re-
gularización 
y condiciones 
para el desa-
rrollo integral.

Agrario

Diseñar y estable-
cer un mecanismo 
de alerta temprana 
para la identifica-
ción de conflictos 

agrarios.

Institucionalizar la alerta temprana para 
la categorización de los conflictos agra-

rios según tipología y subtipologías e 
identificación de riesgos potenciales.

Actualización del diagnóstico de la con-
flictividad en el departamento.

Crear o reactivar y fortalecer las Comisio-
nes Municipales de Atención a la Conflic-

tividad (CMAC).
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Establecer mecanismos de coordinación 
entre la CDAC y la institucionalidad vin-
culada al abordaje de conflictos agrarios.

Atender de manera focalizada a las po-
blaciones indígenas y no indígenas que 
solventaron su situación de conflictividad 
y que se encuentran en condiciones de 
vulnerabilidad mediante la implementa-
ción de proyectos de desarrollo definidos 
en los planes, programas y proyectos de 

Gobierno.

Mecanismos esta-
blecidos de aten-
ción postconflicto.

Sistema de monitoreo de acuerdos y 
compromisos adoptados por los involu-

crados en los casos postconflicto.

Facilitar procesos de diálogo para la aten-
ción de conflictos sociales de manera 
justa y equitativa con participación de 

mujeres, jóvenes y pueblos indígenas.

Disponer de un plan de capacitación y 
fortalecimiento para las comisiones Mu-
nicipales y COMUDES, para promover la 
resolución pacífica de conflictos vía el diá-

logo y promover una cultura de paz.

Fuente: Elaboración propia con insumos de talleres participativos 2026.
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Cuadro No. 7

Matriz de seguimiento y evaluación de las líneas 
de acción de la Conflictividad en Alta Verapaz 
2025-2052.

Jerarquía de Obje-
tivos Indicadores Línea de base Meta Medios de verifica-

ción

Objetivo estratégico 
Fortalecer la go-
bernanza del de-

partamento de Alta 
Verapaz mediante 
un instrumento de 
gestión pública que 
integre a la institu-
cionalidad pública 
mandatada para la 

atención integral y la 
transformación de la 
conflictividad social, 
ambiental y agraria, 

en coherencia con las 
políticas nacionales 
y sectoriales, contri-

buyendo al desarrollo 
integral del territorio.

Al 2052 alcanzados 
en un 60% los 

resultados esta-
blecidos por cada 
uno de los ejes de 
la Política Pública 

Departamental 
de atención a la 

Conflictividad en el 
Departamento de 

Alta Verapaz.

469 conflictos:
268 conflictos 
agrarios, 180 

conflicto sociales 
y 21 conflictos 

ambientales en 
proceso y que 
generan ingo-

bernabilidad (da-
tos SUI - 2018).

281 conflictos 
(correspondientes 

al 60% del total 
de casos) entre 

agrarios, sociales y 
ambientales han 
sido abordados 
mediante Méto-
dos Alternos de 
Resolución de 

Conflictos. 

Informes anuales de 
la institucionalidad 

mandatada entrega-
dos a Gobernación 

Departamental.

Objetivo específico 

Ejes sociales 
Contribuir a la 

atención de la con-
flictividad social, 

mediante el diálogo 
y otros mecanismos 

que reduzcan la 
desigualdad, mejo-
ren la prestación de 
servicios públicos y 

promuevan condicio-
nes dignas de vida 

en apoyo a los Minis-
terios responsables 
de la prestación de 

servicios básicos.

Al 2052 alcanza-
dos en un 60% 
los resultados 

establecidos para 
el eje social de la 
Política Pública 
Departamental 
de atención a la 

Conflictividad en el 
Departamento de 

Alta Verapaz.

21 conflictos so-
ciales en proceso 

y que generan 
ingobernabilidad 
(datos SUI 2018).

21 conflictos (co-
rrespondientes 
al 100% del total 

de casos) sociales 
han sido abor-

dados mediante 
Métodos Alternos 
de Resolución de 

Conflictos.

Informes anuales de 
la institucionalidad 

mandatada entrega-
dos a Gobernación 

Departamental.
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Líneas de acción

Articulación de las 
instituciones Gu-

bernamentales, No 
Gubernamentales, 
Privadas, Sociales y 

comisiones técnicas 
departamentales y 

municipales.

Se cuenta con una 
ruta de abordaje 
de la conflictivi-

dad social a nivel 
departamental.

5% de las enti-
dades coordinan 
acciones para la 
atención de la 
conflictividad

60% de las enti-
dades vinculadas 

al abordaje de 
la conflictividad 
social coordinan 

acciones.

No. de entidades inte-
gradas a comisiones 

específicas.

Minutas de reuniones.

Listados de 
participantes.

Oficios de 
convocatoria.

Estadísticas recopi-
ladas por los entes 

rectores de acuerdo 
con el conflicto social, 

La CDAC y UTAC en 
forma trimestral.

CDAC y comisiones 
municipales de 

atención a la conflic-
tividad incluyen en 
su plan estratégico 

de atención a la 
conflictividad que 

les corresponde. La 
CDAC a través de 

la UTAC deriva a las 
comisiones corres-

pondientes los casos 
de conflictos sociales 

que se presenten.

Incorporación de 
líneas estratégicas 

de atención a 
la conflictividad 
en los Planes de 

Comisiones Muni-
cipales de atención 
a la conflictividad 

social.

23% de comi-
siones a nivel 

departamental 
y municipal 

incluye acciones 
de abordaje de 
la conflictividad 
social en su plan 

de acción.

60% de los POA 
de la CDAC y 
Comisiones 

Municipales de 
atención a la con-
flictividad -CMAC 

- deben incluir 
líneas estratégicas 

de atención a 
conflictos.

Planes anuales.

Informes Semestrales.

Informes técnicos 
específicos.

Semestralmente 
como responsabilidad 

de cada comisión.

Monitorear los 
conflictos sociales a 

nivel departamental, 
regional y municipal 

para la atención 
oportuna y mantener 

actualizada la base 
de datos sobre con-
flictos en el departa-
mento en base a las 
tipologías y subtipo-

logías definidas.

Nivel de actua-
lización de base 

de datos (SUI) de 
monitoreo sobre 
conflictos. 5% De 

conflictos sociales 
registrados en la 

base de datos de-
partamental (SUI).

5% de conflictos 
sociales registra-
dos en la base de 

datos departa-
mental (SUI).

Mantener al me-
nos el 90% de los 
conflictos sociales 
identificados en 
el departamento 

debidamente 
cuantificados, 

sistematizados 
y con informa-

ción actualizada 
en la base de 
datos a través 

del liderazgo de 
la Gobernación 
Departamental.

Reportes técnicos del 
SUI generados por la 
CDAC a través de la 

UTAC mensualmente.

Reportes ejecutivos 
bimensuales para la 
toma de decisiones.
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Crear o reactivar y 
fortalecer las Comi-
siones Municipales 

de Atención a la Con-
flictividad (CMAC).

Comisiones 
municipales de 

Atención a la 
Conflictividad con-
sensuadas, creadas 

o reactivadas 
legalmente en los 

municipios.

23% de muni-
cipios cuentan 

con su respectiva 
CMAC.

17 comisiones 
creadas y fun-

cionando a nivel 
departamental 
para el análisis 
de conflictos y 

derivación a entes 
competentes.    

Actas de creación de 
CMAC en el seno de 

los COMUDES.

Recopiladas por la 
CDAC a través de la 

UTAC u otra entidad.

Crear o Reactivar Ofi-
cinas Municipales de 
Atención a la Conflic-
tividad (OMAC) como 
parte de la estructura 

municipal.

Oficinas munici-
pales de Atención 
a la Conflictividad 
creadas, reactiva-
das y fortalecidas 

legalmente a nivel 
de las municipali-

dades.

6% de los muni-
cipios cuentan 

con OMAC 
como parte de 
su estructura 

municipal.

17 oficinas munici-
pales de atención 
a la conflictividad 

-OMAC - crea-
das y funcio-
nando a nivel 

departamental.

Acuerdos de concejos 
municipales de crea-

ción de las OMAC.

Diseñar y operativizar 
un sistema de alerta 
temprana de conflic-

tos sociales a nivel 
departamental de 

acuerdo con la tipo-
logía establecida.

Monitoreo, prepa-
ración y respuesta 

de la institucio-
nalidad ante los 

conflictos sociales 
suscitados en el 
departamento.

No existe sis-
tema de alerta 

temprana.

Un sistema de 
alerta temprana 

diseñado y funcio-
nando que garan-
tiza una atención 
estratégica de los 
conflictos sociales.

Registros de monito-
reo y alertas.

Registro de respuesta 
a las alertas por con-

flictos sociales.

De forma 
permanente.

Elaboración de Pro-
tocolo estandarizado 
para la atención de 
conflictos sociales.

Elaboración, vali-
dación, aprobación 

y aplicación de 
protocolo para la 
atención y abor-

daje de conflictos 
sociales.

1 protocolo de 
abordaje de con-

flictos sociales 
elaborado.

 Protocolo para 
la atención y 

abordaje de con-
flictos sociales, 
elaborado, vali-
dado, aprobado 
y en uso a nivel 

departamental y 
municipal.

Documento del 
protocolo.

Acta, resolución o 
acuerdo de aproba-
ción del protocolo.

Elaboración de Pro-
tocolo estandarizado 
para la atención de 
conflictos sociales.

Elaboración, vali-
dación, aprobación 

y aplicación de 
protocolo para la 
atención y abor-

daje de conflictos 
sociales.

1 protocolo de 
abordaje de con-

flictos sociales 
elaborado.

1 protocolo para 
la atención y 

abordaje de con-
flictos sociales, 
elaborado, vali-
dado, aprobado 
y en uso a nivel 

departamental y 
municipal.

Registro de su uso de 
forma permanente 

de parte de la CDAC 
– UTAC-.
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Facilitar procesos de 
diálogo para la aten-

ción de conflictos 
sociales de manera 

justa y equitativa 
con participación de 

mujeres, jóvenes y 
pueblos indígenas.

Autoridades de-
partamentales, 

municipales y ac-
tores clave, a través 
de una estructura 
institucional gene-
rando y facilitando 
de forma coordi-

nada espacios para 
la atención y abor-
daje de conflictos 
sociales a través 

del diálogo.

5% de conflictos 
sociales abor-
dados por la 

institucionalidad 
encargada vía el 

diálogo.

Atención y resolu-
ción de al menos 
30% de conflictos 

mediante pro-
cesos de diálogo 
pacífico, especial-
mente aquellos 

que atentan 
contra la gober-
nabilidad a nivel 
departamental y 
municipal; y que 
afecta a grupos 

vulnerables.

Expedientes.

Minutas de reunión

Actas de compromi-
sos y acuerdos.

Informes técnicos y 
circunstanciados.

De forma mensual 
por las entidades 

mandatadas.

Disponer de un Plan 
de capacitación y 

fortalecimiento para 
las comisiones Muni-
cipales y COMUDES y 
líderes comunitarios 

para promover la 
resolución pacífica de 

conflictos vía el diá-
logo y promover una 

cultura de paz.

Autoridades, 
representantes 
institucionales y 

actores clave a ni-
vel departamental, 

regional y muni-
cipal, fortalecen 
sus capacidades 
para el abordaje 
y atención de los 

conflictos sociales 
de forma pacífica a 
través del diálogo 
y promueven una 
cultura de paz en 
el departamento.

No existe un plan 
de capacitación 

y fortalecimiento 
para las comisio-
nes Municipales  

y COMUDES.

Elaborado, 
aprobado y en 

implementación 
de un plan de 

capacitación para 
el abordaje y aten-
ción de los conflic-
tos sociales a nivel 

departamental, 
regional y mu-

nicipal inclusivo, 
con pertinencia 

cultural y que pro-
mueva el diálogo 
y una cultura de 

paz.

Acuerdo de coope-
ración con entidades 

nacionales o inter-
nacionales para el 

financiamiento de los 
procesos de capacita-
ción y fortalecimiento.

Plan de capacitación y 
fortalecimiento.

Registro de 
participantes.

Fotografías

Monitorear el cum-
plimiento de las 

políticas públicas, 
acuerdos y compro-
misos en materia de 
salud, educación, se-
guridad alimentaria, 
ciudadana, con parti-
cipación de pueblos 
indígenas, mujeres y 

jóvenes.

Entidades de la 
sociedad civil, 

representantes 
de instituciones 
que conforman 

la CMAC, realizan 
monitoreo del 

cumplimiento de 
la política pública. 

No se realiza 
monitoreo del 
cumplimien-

to de políticas, 
acuerdos y/o 

compromisos en 
materia de con-
flictividad social.

17 municipios rea-
lizan monitoreo 

de políticas públi-
cas, acuerdos y/o 
compromisos a 

través de organi-
zaciones sociales 
representadas en  

COMUDES.

Informes anuales de 
monitoreo.

Informes técnicos 
específicos.

Generar compromi-
sos y acuerdos socia-
les entre el gobierno, 

la sociedad civil y 
la iniciativa privada 

como respuesta a la 
falta de prestación 
de servicios, que 

promuevan acciones 
que mejoren las con-
diciones de vida de la 

población.

Acuerdos genera-
dos como parte de 
la falta de presta-
ción de servicios 
contribuyen al 

mejoramiento de 
las condiciones 

de vida de la 
población.

No existe un 
registro de 
acuerdos.

100% de acuerdos 
generados como 

parte de la falta de 
prestación de ser-
vicios contribuyen 
al mejoramiento 

de las condiciones 
de vida de la 

población.

Documentos de 
acuerdos recopilados 
por la CDAC – UTAC o 
las entidades manda-
tadas según el tipo de 

acuerdo.
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Promover alianzas 
estratégicas con coo-
peración internacio-
nal y entes privados 

que contribuyan 
con el desarrollo 

sostenible.

Número de alian-
zas estratégicas 
activas al año.

No existe regis-
tro de alianzas 

estratégicas 
establecidas.

Establecer y man-
tener al menos 10 
alianzas estraté-
gicas activas con 
organismos de 

cooperación inter-
nacional y entes 

privados que 
contribuyan con 

recursos técnicos, 
financieros o de 
conocimiento al 

desarrollo sosteni-
ble de las comu-

nidades en el área 
de intervención.

Contar con una copia 
de alianzas estableci-
das por las comisio-
nes Municipales y la 

UTAC. 

Atender de manera 
focalizada a las po-

blaciones indígenas 
y no indígenas que 

solventaron su situa-
ción de conflictividad 
y que se encuentran 

en condiciones de 
vulnerabilidad me-

diante la implemen-
tación de proyectos 
de desarrollo defi-

nidos en los planes, 
programas y proyec-

tos de Gobierno.

Se implementan 
planes, progra-

mas y proyectos 
con poblaciones 
que solventaron 
su situación de 
conflictividad y 
se encuentran 

vulnerables.

No existen pro-
yectos orienta-
dos a atender a 

estos sectores de 
la población.

100% de pobla-
ciones que resol-
vieron situación 
de conflictividad 
y se encuentran 

vulnerables cuen-
tan con planes, 

programas y 
proyectos de de-
sarrollo por parte 

del gobierno.

Planes, programas y 
proyectos en imple-

mentación con pobla-
ción vulnerable que 

solventó su situación 
de conflictividad.

Actas de acuerdos 
y compromisos 

establecidos.

Gobernación Depar-
tamental y entidades 

mandatadas.

Promoción del diá-
logo, prevención y 

la atención pacífica 
de conflictos con per-
tinencia intercultural 

y de género.

Programas de 
promoción del 

diálogo, preven-
ción y atención de 

la conflictividad 
implementados.

No existen 
programas 

implementados.

Implementa-
dos al menos 3 

programas inte-
rinstitucionales 
y comunitarios 

orientados a 
la promoción 
del diálogo, la 

prevención y la 
atención pacífica 
de conflictos con 
pertinencia cultu-

ral y de género.

Documentos de los 
programas recopila-
dos por Gobernación 

Departamental, CDAC 
– UTAC.
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Eje ambiental 

Establecer mecanis-
mos de articulación 

interinstitucional 
para la atención de 
conflictos relaciona-
dos con la explora-

ción, explotación, uso 
y protección de los 
recursos naturales, 

priorizando la soste-
nibilidad ambiental.

Establecer me-
canismos de 

articulación inte-
rinstitucional para 

la atención de con-
flictos relacionados 
con la exploración, 

explotación, uso 
y protección de 

los recursos natu-
rales, priorizando 
la sostenibilidad 

ambiental.

180 conflictos 
ambientales 
en proceso y 
que generan 

ingobernabilidad 
(Datos SUI 2018).

108 conflictos 
(correspondientes 
al 60% del total de 
casos) ambienta-
les han sido abor-
dados mediante 

métodos alternos 
de resolución de 

conflictos.

Informes anuales de 
la institucionalidad 

mandatada entrega-
dos a Gobernación 

Departamental.

Línea de acción 

Desarrollar un ma-
peo de la conflictivi-

dad ambiental.

Elaborado el ma-
peo de la conflic-
tividad ambiental 
del departamento.

180 conflictos 
ambientales 

identificados y 
registrados.

100% de los mu-
nicipios y el de-
partamento con 

mapeo elaborado 
y validado.

SUI actualizado por 
parte de la CDAC 

– UTAC.

Construir una base 
de datos para la 

consolidación de 
información refe-
rente a conflictos 

ambientales.

Nivel de actua-
lización de base 

de datos (SUI) de 
monitoreo sobre 

conflictos.

38% de conflictos 
ambientales 

registrados en 
la base de datos 
departamental 

(SUI).

Mantener al 
menos el 90% 

de los conflictos 
ambientales 

identificados en 
el departamento 

debidamente 
cuantificados, 

sistematizados y 
con información 
actualizada en 
el SUI a través 

del liderazgo de 
la Gobernación 
Departamental.

Reportes técnicos del 
SUI generados por la 
CDAC a través de la 

UTAC mensualmente.

Desarrollar una 
herramienta por 
categorías (se-
maforización) y 

alertas de conflictos 
ambientales.

Monitoreo, prepa-
ración y respuesta 
de la instituciona-
lidad ante los con-
flictos ambientales 

suscitados en el 
departamento.

No existe sis-
tema de alerta 

temprana.

Un sistema de 
alerta temprana 

diseñado y funcio-
nando que garan-
tiza una atención 

estratégica de 
los conflictos 
ambientales.

Registros de monito-
reo y alertas.

Registro de respuesta 
a las alertas por con-
flictos ambientales.

De forma 
permanente.
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Elaboración de 
Protocolo estanda-
rizado para la aten-
ción de conflictos 

ambientales.

Elaboración, vali-
dación, aprobación 

y aplicación de 
protocolo para la 
atención y abor-

daje de conflictos 
ambientales.

1 protocolo de 
abordaje de con-
flictos ambienta-

les elaborado.

1 protocolo para la 
atención y abor-

daje de conflictos 
ambientales, 

elaborado, vali-
dado, aprobado 
y en uso a nivel 

departamental y 
municipal.

Documento del 
protocolo.

Establecer mecanis-
mos de coordinación 

entre la CDAC y la 
COMARN para el 

abordaje de conflic-
tos ambientales.

Se cuenta con una 
ruta de abordaje 

de la conflictividad 
ambiental a nivel 
departamental.

Las Comisiones 
CDAC y CO-

MARN coordinan 
acciones para la 
atención de la 
conflictividad.

60% de las enti-
dades vinculadas 
al abordaje de la 

conflictividad am-
biental coordinan 

acciones.

No. De entidades in-
tegradas a comisiones 

específicas.

Desarrollar semina-
rios de aprendizaje 

y fortalecimiento en 
temas ambientales.

Seminarios reali-
zados en el depar-

tamento de Alta 
Verapaz.

4 seminarios o 
eventos forma-
tivos en materia 

ambiental a nivel 
departamental.

17 seminarios de-
sarrollados a nivel 

municipal.

Planes de captación.

Convocatoria a proce-
sos de formación

Fotografías

Listados de 
participantes.

Monitoreo preventivo 
por parte del MARN 

para la aplicación 
de la normativa 
ambiental en el 
departamento.

Monitoreos reali-
zados en el depar-

tamento de Alta 
Verapaz.

Actualmente no 
existen registros 

al respecto.

17 monitoreos 
(al menos 1 por 

municipio).
Envíar reportes a la 

CDAC.

Incidencia Política 
para la revisión de 
propuestas, inicia-
tivas y/o reformas 
de ley generadas 
por otros sectores 

ambientales.

Participación 
en COMUDES Y 

CODEDEAV.

No se realizan 
acciones de inci-
dencia relaciona-
das a propuestas, 

iniciativas y/o 
reformas de ley 
generadas por 
otros sectores 
ambientales.

Incidencia y par-
ticipación en los 

COMUDES de los 
17 municipios.

Agendas de 
COMUDES

Informes de interven-
ción en COMUDES.

Fotografías

Copias de documen-
tos socializados.

Consensuar con 
distintos actores vin-
culados a la atención 

de la conflictividad 
ambiental, una pro-

puesta de regulación 
para la compensa-

ción social comunita-
ria en Programas de 

Desarrollo.

Propuesta de nor-
mativa que regule 
la compensación 

social por impactos 
ambientales.

No existe 
normativa.

1 propuesta de 
normativa de 

compensación 
social por impac-
tos ambientales 

elaborada.

  Documento de     
propuesta de  norma-
tiva, proceso liderado 

por el MARN.
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Eje agrario 

Atender los conflictos 
agrarios vinculados a 
la tenencia, posesión 
y uso de la tierra, pro-
moviendo certeza ju-
rídica, regularización 
y condiciones para el 

desarrollo integral.

Al 2052 alcanzados 
en un 60% los 

resultados estable-
cidos el eje agrario 
de la Política Públi-
ca Departamental 

de atención a la 
Conflictividad en el 
departamento de 

Alta Verapaz.

268 conflictos 
agrarios en 

proceso y que 
generan ingo-
bernabilidad 
(datos del SUI 

2018).

160 conflictos 
(correspondientes 

al 60% del total 
de casos) agrarios 

han sido abor-
dados mediante 

métodos alternos 
de resolución de 

conflictos.

Informes anuales de 
la institucionalidad 

mandatada entrega-
dos a Gobernación 

Departamental.

Líneas de acción

Institucionalizar la 
alerta temprana para 
la categorización de 

los conflictos agrarios 
según tipología y 

subtipologías e iden-
tificación de riesgos 

potenciales.

Monitoreo, prepa-
ración y respuesta 

de la institucio-
nalidad ante los 

conflictos agrarios 
suscitados en el 
departamento.

No existe sis-
tema de alerta 

temprana.

Un sistema de 
alerta temprana 

diseñado y funcio-
nando que garan-
tiza una atención 
estratégica de los 

conflictos agrarios.

Registros de monito-
reo y alertas.

Registro de respuesta 
a las alertas por con-

flictos agrarios.

De forma permanen-
te a través de la UTAC.

Actualización del 
diagnóstico de la 

conflictividad en el 
departamento.

Nivel de actua-
lización de base 

de datos (SUI) de 
monitoreo sobre 

conflictos.

57% de conflictos 
agrarios registra-
dos en la base de 

datos departa-
mental (SUI).

Mantener al me-
nos el 90% de los 

conflictos agrarios 
identificados en 
el departamento 

debidamente 
cuantificados 

sistematizados y 
con información 
actualizada en 
el SUI a través 

del liderazgo de 
la Gobernación 
Departamental.

Reportes técnicos del 
SUI generados por la 
CDAC a través de la 

UTAC mensualmente.

Crear o reactivar y 
fortalecer las Comi-
siones Municipales 

de Atención a la Con-
flictividad (CMAC).

Comisiones 
municipales de 

Atención a la 
Conflictividad con-
sensuadas, creadas 

o reactivadas 
legalmente en los 

municipios.

23% de muni-
cipios cuentan 

con su respectiva 
CMAC.

17 comisiones 
creadas y fun-

cionando a nivel 
departamental 
para el análisis 
de conflictos y 

derivación a entes 
competentes.    

Actas de creación de 
CMAC en el seno de 

los COMUDES.

Crear o Reactivar Ofi-
cinas Municipales de 
Atención a la Conflic-
tividad (OMAC) como 
parte de la estructura 

municipal.

Oficinas munici-
pales de Atención 
a la Conflictividad 
creadas, reactiva-
das y fortalecidas 

legalmente a nivel 
de las municipali-

dades.

6% de los muni-
cipios cuentan 

con OMAC 
como parte de 
su estructura 

municipal.

17 oficinas munici-
pales de atención 
a la conflictividad 

-OMAC - crea-
das y funcio-
nando a nivel 

departamental.

Acuerdos de concejos 
municipales de crea-

ción de las OMAC.
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Disponer de un Plan 
de capacitación y 

fortalecimiento para 
las comisiones de  
COMUDE y líderes 
comunitarios para 
promover la reso-
lución pacífica de 

conflictos vía el diá-
logo y promover una 

cultura de paz.

Autoridades, 
representantes 
institucionales y 

actores clave a ni-
vel departamental, 

regional y muni-
cipal, fortalecen 
sus capacidades 
para el abordaje 
y atención de los 

conflictos sociales 
de forma pacífica a 
través del diálogo 
y promueven una 
cultura de paz en 
el departamento
Elaboración, vali-

dación, aprobación 
y aplicación de un 
plan de capacita-
ción, para la aten-
ción y abordaje de 
conflictos agrarios.

No existe un plan 
de capacitación 

y fortalecimiento 
para las co-
misiones de 
COMUDES.

Elaborado, 
aprobado y en 

implementación 
un plan de capaci-

taciones para el 
abordaje y aten-

ción de los conflic-
tos agrarios a nivel 

departamental, 
regional y mu-

nicipal inclusivo, 
con pertinencia 

cultural y que pro-
mueva el diálogo 
y una cultura de 

paz.

Acuerdo de coope-
ración con entidades 

nacionales o inter-
nacionales para el 

financiamiento de los 
procesos de capacita-
ción y fortalecimiento.

Plan de capacitación y 
fortalecimiento.

Registro de 
participantes.

Fotografías

Elaboración de Pro-
tocolo estandarizado 
para la atención de 
conflictos agrarios.

Elaboración, vali-
dación, aprobación 

y aplicación de 
protocolo para la 
atención y abor-

daje de conflictos 
agrarios.

1 protocolo de 
abordaje de con-

flictos agrarios 
elaborado.

1 protocolo para 
la atención y 

abordaje de con-
flictos agrarios, 
elaborado, vali-
dado, aprobado 
y en uso a nivel 

departamental y 
municipal.

Documento del 
protocolo.

Acta, resolución o 
acuerdo de aproba-
ción del protocolo.

Registro de su uso de 
forma permanente 

de parte de la CDAC 
– UTAC.

Establecer mecanis-
mos de coordinación 

entre la CDAC y la 
institucionalidad vin-
culada al abordaje de 

conflictos agrarios.

Mecanismo de 
coordinación para 

el abordaje de 
conflictos agrarios 
institucionalizados 
(Ruta de Abordaje).

La CDAC a través 
de la UTAC abor-
da casos de alto 
impacto sin un 

mecanismo ins-
titucionalizado.

Coordinación para 
el abordaje de 

conflictos agrarios 
institucionalizado 

y operativizado 
por la CDAC 

– UTAC.

Ruta de abordaje.
convocatorias, oficios, 

circulares.
Actas, minutas e 

informes.

Registro de 
participantes.

Información reco-
pilada por la UTAC 

mensualmente.
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Atender de manera 
focalizada a las po-

blaciones indígenas 
y no indígenas que 

solventaron su situa-
ción de conflictividad 
y que se encuentran 

en condiciones de 
vulnerabilidad me-

diante la implemen-
tación de proyectos 
de desarrollo defi-

nidos en los Planes, 
Programas y proyec-

tos de Gobierno.

Se implementan 
planes, progra-

mas y proyectos 
con poblaciones 
que solventaron 
su situación de 
conflictividad y 
se encuentran 

vulnerables.

No existen pro-
yectos orienta-
dos a atender a 

estos sectores de 
la población.

100% de pobla-
ciones que resol-
vieron situación 
de conflictividad 
y se encuentran 

vulnerables cuen-
tan con planes, 

programas y 
proyectos de de-
sarrollo por parte 

del gobierno.

Planes, programas y 
proyectos en imple-

mentación con pobla-
ción vulnerable que 

solventó su situación 
de conflictividad.

Actas de acuerdos 
y compromisos 

establecidos.

Sistema de moni-
toreo de acuerdos 

y compromisos 
adoptados por los 

involucrados en los 
casos postconflicto.

Sistema de moni-
toreo creado

No existe siste-
ma establecido.

1 sistema de mo-
nitoreo diseñado 
e implementado 

para procesos 
postconflicto.

Metodología y herra-
mientas del sistema.

Informes técnicos y 
circunstanciados.

Fuente: Elaboración propia con insumos de talleres participativos 2026.
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El monitoreo y la evaluación de la Política Pública 
Departamental para la Atención de la Conflictividad 
en Alta Verapaz 2025-2052 se realizará de manera 
sistemática, articulada y orientada a resultados, ga-
rantizando la medición del avance respecto de los 
objetivos estratégicos, ejes y líneas de acción. Se lle-
vará a cabo de forma trimestral y anual; mediante un 
plan que contenga un instrumento que detalla los 
objetivos específicos, resultados esperados, respon-
sables, cronogramas, recursos y productos asociados.

Para asegurar un seguimiento continuo y verifi-
cable de la implementación de la política, se im-
plementará un sistema que contiene una base de 
datos de la conflictividad en Alta Verapaz, dicho 
sistema permite la captura, procesamiento y re-
porte de conflictos para la toma de decisiones. 

PLAN DE EVALUACIÓN VII.

Este documento de reporte de monitoreo fun-
cionará como la base principal para: a) Planificar 
medidas, b) Identificar avances y rezagos por insti-
tución, c) Mejorar la coordinación interinstitucional 
y d) Alimentar la matriz de monitoreo y evaluación.

También es posible utilizar otras herramientas alter-
nativas como una matriz de seguimiento, monitoreo, 

Matriz de seguimiento, monitoreo y evaluación.

Figura No. 8

la cual permite observar el progreso de cada acción 
a través de: 

•	 Resultados esperados 

•	 Lineamientos estratégicos 

•	 Indicadores de proceso y resultado 

•	 Metas verificables 

•	 Medios de verificación 

•	 Estado de avance, (no iniciado, en proceso y 
finalizado). 

•	 Observaciones técnicas. 

Los responsables institucionales deberán actualizar 
la información de la matriz con una periodicidad 
semestral o anual, facilitando una visión clara del 
avance acumulado, la implementación de medi-
das correctivas y por ende el logro de los resultados.
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La Política contempla evaluaciones integrales cada 5 
años, con el propósito de:

•	 Analizar el cumplimiento de los objetivos 
estratégicos. 

•	 Medir los cambios generados en la conflictividad 
social, ambiental y agraria. 

•	 Verificar la efectividad de los protocolos de 
atención. 

•	 Identificar brechas, necesidades emergentes y 
oportunidades de mejora. 

•	 Ajustar los lineamientos estratégicos cuando sea 
necesario. 

a.	Responsables del Proceso de Monitoreo y 
Evaluación  

El monitoreo debe estar a cargo de la Gobernación 
Departamental a través de las instituciones que in-
tegran la Comisión Departamental de Atención a 
la Conflictividad (CDAC). Cuando lo requiere puede 
coordinar con otras instituciones departamentales.

El monitoreo de avances en la implementación 
de la política; en los municipios estará a cargo de 
las municipalidades, a traves de sus oficinas técni-
cas responsables de la atención a la conflictividad 
en coordinación con los Consejos Municipales de 
Desarrollo (COMUDE) y Consejos Comunitarios de 
Desarrollo (COCODES) de primer y segundo nivel, 
así como, las instituciones del Estado, Organiza-
ciones no Gubernamentales Nacionales e interna-
cionales, y sociedad civil presentes en el territorio.

b.	 Retroalimentación y ajustes  

Los resultados de monitoreo y evaluación serán 
utilizados para:

•	 Tomar decisiones e implementar medidas 
correctivas.

•	 Ajustar el plan de acción.

•	 Reorientar estrategias y prioridades si las condi-
ciones territoriales cambian.

•	 Fortalecer capacidades técnicas locales.

•	 Mejorar los mecanismos de atención según nue-
vas tipologías o patrones de conflictividad.

Los informes serán socializados periódicamente a la 
CDAC y en otros espacios de participación ciudada-
na, para promover la transparencia, auditoría social y 
legitimidad del proceso.
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MECANISMO DE ARTICULACIÓN  VIII.

La política, promueve el abordaje de la conflictividad 
atendiendo desde lo municipal hacia lo regional: Fran-
ja Transversal del Norte, Polochic y Central, hasta lle-
gar al nivel departamental y viceversa.  El mecanismo 
de coordinación depende del espacio o entidad en el 
que se conozca el conflicto y de acuerdo con el análi-
sis de competencia a quien corresponda atenderlo.
Para la atención integral y específica de los con-
flictos, se iniciará desde lo municipal con la 
participación y conocimiento de los gobier-
nos municipales, considerando las condicio-
nes sociales, económicas y políticas de cada 
región hasta articular con el nivel departamental. 
Con la finalidad de unificar esfuerzos y optimizar 
recursos, se define que el mecanismo de articula-
ción institucional estará basado en el Sistema de 
Consejos de Desarrollo, el cual permite la participa-
ción y legitimidad ciudadana con representación 
de los diferentes actores y sectores en los niveles 
local, municipal, regional y departamental. Asimis-
mo, se privilegiará la participación de grupos exclui-
dos como la mujer, juventud y pueblos indígenas.

a. Nivel departamental

Para fines de funcionamiento técnico y adminis-
trativo, se define una estructura organizativa, se 
consignan el rol de los actores e instituciones que 
se relacionan y atienden la conflictividad social, am-
biental y agraria en el marco de la presente política.
La Gobernación Departamental en coordina-
ción con la Comisión Departamental de Aten-
ción a la Conflictividad (CDAC), con el apoyo de la

Unidad de Transformación y de Atención a la Con-
flictividad (UTAC) y la asesoría en materia de De-
rechos Humanos y Diálogo de las instituciones 
que por mandato corresponda, tomarán oportu-
nas decisiones para el abordaje de los conflictos.
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Estructura organizativa de coordinación departa-
mental y municipal.

Figura No. 9

Fuente: Elaboración propia en base a insumos de talleres participativos 2026.

 

-
  

 



68

1.	 Los roles en el proceso de atención a la conflic-
tividad a nivel departamental

•	 Gobernación Departamental

Como máxima autoridad departamental, es un 
referente de orden y equilibrio. En el marco de la 
presente Política, cumplirá un rol de rectoría, des-
centralizador y articulador en la gestión local de los 
conflictos, estableciendo sinergias entre los diferen-
tes sectores presentes en el departamento, esto im-
plica involucrar a tomadores de decisión, así como 
la gestión de recursos técnicos, físicos y financieros.

La Gobernación en su rol de Presidente del Consejo 
Departamental de Desarrollo, también tiene inciden-
cia para el fortalecimiento de la Comisión de Atención 
a la Conflictividad y coordina con las municipalida-
des, la organización y participación efectiva del mu-
nicipio a través del Consejo Municipal de Desarrollo 
(COMUDE), en donde priorizan necesidades y pro-
blemas económicos, sociales y culturales, promove-
rá la coordinación interinstitucional, formulación de 
políticas, planes, programas y orientará sus esfuerzos 
al establecimiento de pactos sociales y proyectos de 
desarrollo, que garanticen la inversión y el bienestar 
integral de las comunidades. La gobernación es el 
representante del ejecutivo en el departamento art. 
47 del Ministerio de Gobernación, para fines de esta 
Política es el ente rector y tiene los siguientes roles 
para el proceso de atención a la conflictividad en 
el departamento. A través del mecanismo de coor-
dinación planteada en su estructura organizativa.

Roles de Gobernación Departamental para la aten-
ción a la conflictividad en el departamento.

Figura No. 10

Fuente:  Elaboración propia basada en infor-
mación recopilada en talleres participativos.
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Las directrices técnicas para la atención integral de 
la conflictividad se impulsarán desde la Unidad de 
Transformación y de Atención a la Conflictividad 
(UTAC) de Gobernación Departamental, a partir de la 
convergencia de instituciones que integran la Comi-
sión Departamental de Atención a la Conflictividad 
(CDAC), mismas que abordan la conflictividad, social, 
ambiental y agraria como lo especifica la presente 
política. Además, son responsables de asesorar en la 
elaboración, seguimiento e implementación de las 
políticas públicas, planes, programas y proyectos de 
desarrollo en el departamento, su rol en esta política 
será para dar seguimiento a las siguientes acciones:

Roles de las instituciones que integran la CDAC 
para el abordaje y atención de la conflictividad.

Figura No. 11

Fuente:  Elaboración propia basada en infor-
mación recopilada en talleres participativos.
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•	 Comisión Departamental de Atención a la Con-
flictividad (CDAC)

La CDAC podrá emitir opiniones técnicas, para tras-
ladar los conflictos según el mandato y competencia 
de la institucionalidad pública. Así también, promo-
verá mecanismos de articulación con la finalidad 
de priorizar la atención integral de los conflictos. 
La CDAC incluirá en su plan de acción una ruta de 
abordaje, para la atención de la conflictividad con la 
finalidad de garantizar el cumplimiento de los resul-
tados, lineamientos estratégicos y ejes de la Política.

•	 Comisión Presidencial de Atención a la Conflic-
tividad (COPRECON)

Esta instancia de carácter temporal se encargará 
de asesorar y coordinar la atención interinstitucio-
nal de los órganos del Ejecutivo en materia de con-
flictividad, según acuerdo gubernativo 100-2025, 
tiene como objetivo asesorar y coordinar la aten-
ción interinstitucional de las instancias del organis-
mo ejecutivo para la atención y solución pacífica 
de los conflictos sociales, ambientales y agrarios.
Por lo anterior, se cuenta con la anuencia de CO-
PRECON en cumplimiento de su mandato, a brindar 
asesoría en materia de derechos humanos y promo-
ver Métodos Alternos de Resolución de Conflictos 
para contribuir a la disminución de los conflictos que 
se conozcan, siempre que las partes así lo requieran.
Esto se garantizará en la atención o abordaje de 
cada caso, ya sea en el nivel municipal, regional o de-
partamental, solicitando el apoyo y acompañamien-
to de la Institución del Procurador de los Derechos 
Humanos, la cual, según su mandato, será la garante 
al respeto de los derechos humanos, antes, duran-
te y posterior a los procesos de atención de con-
flictos que se aborden a raíz de la presente política.
De igual manera, se recurrirá a aquellas entida-
des que tengan por función primordial, la pro-
moción del diálogo, la atención de conflictos y la 
observancia de derechos humanos desde el Estado.

b. Nivel municipal

El mecanismo de articulación a nivel munici-
pal se definió a través de lo establecido en el 
Código Municipal Decreto 12-2002 y sus refor-
mas, complementando con lo que estable-
ce la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y 
Rural Decreto 11-2002 y su respectivo reglamento.
La estructura organizativa de articulación, funciona-
miento y atención de la conflictividad será integrada 
por el alcalde Municipal y los síndicos y/o concejales 

que sean nombrados, además coordinarán o serán el 
vínculo directo con las comisiones formadas a lo in-
terno del Concejo Municipal y del Consejo Municipal 
de Desarrollo (COMUDE) para dicho fin.  La atención 
de acuerdo con la naturaleza del conflicto, tendrá 
apoyo de las oficinas técnicas municipales pertinen-
tes, de las comisiones del COMUDE que correspon-
dan y delegados de los consejos comunitarios de 
desarrollo de primer y segundo nivel, así como de las 
organizaciones de la sociedad civil y entidades guber-
namentales y no gubernamentales con presencia en 
el municipio que tengan algún interés, competen-
cia o que por mandato deben estar vinculados a la 
atención y abordaje de los conflictos en el municipio.
Para fines de funcionamiento técnico y admi-
nistrativo, se orientan funciones y atribuciones 
de los actores que se relacionan y atienden la 
conflictividad social, ambiental y agraria a nivel 
municipal, de acuerdo con las atribuciones conte-
nidas en las leyes mencionadas con anterioridad.

1.	 Los roles en el proceso de atención a la conflic-
tividad a nivel municipal

A efecto de operativizar la presente política y res-
petando la autonomía municipal, se les insta a las 
municipalidades, según su capacidad presupues-
taria, a crear las Oficinas Municipales de Atención 
a la Conflictividad (OMAC) y a conformar las Comi-
siones Municipales de Atención a la Conflictividad 
Social, Ambiental y Agraria (CMAC), así como el for-
talecimiento de capacidades técnicas y operativas, 
para la atención y el abordaje de la conflictividad 
que se genere en el territorio, estas oficinas y comi-
siones se constituirán en el mecanismo de interlo-
cución con el nivel comunitario de cada municipio.
 
•	 Alcalde y Concejo Municipal: De acuerdo con lo 

establecido en el Código Municipal, es el encarga-
do de ejecutar y dar seguimiento a las políticas, 
planes, programas y proyectos autorizados por el 
Concejo Municipal. Es el jefe del órgano ejecuti-
vo del gobierno municipal; miembro del Consejo 
Departamental de Desarrollo respectivo y presi-
dente del Concejo Municipal de Desarrollo.

Dictará medidas de política y buen gobierno y ejer-
cerá la potestad de acción directa y, en general, 
resolverá los asuntos del municipio que no estén 
atribuidos a otra autoridad.

Para la presente Política, promoverá la coordinación 
de la institucionalidad que se encuentra en el mu-
nicipio, garantizando el abordaje de la conflictividad 
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de su territorio, facilitando mecanismos de buena 
gobernanza; así mismo, será el vínculo entre lo mu-
nicipal, regional y departamental, refiriendo los con-
flictos que por su complejidad no se puedan abordar 
en el municipio a las comisiones regionales o depar-
tamentales creadas para el efecto.

•	 Síndico y/o Concejal: Según el Código Munici-
pal en el artículo 54, se establece que: entre las 
atribuciones de los Síndicos y/o Concejales está: 
Integrar y desempeñar con prontitud y esmero 
las comisiones para las cuales sean designados 
por el alcalde o el Concejo Municipal; Las respon-
sabilidades relacionadas a la resolución de con-
flictos por mandato legal les corresponde a los 
síndicos de cada municipio. En la presente políti-
ca, el rol del síndico y/o concejal designado para 
la atención de la conflictividad en el municipio, 
se desarrollará de la siguiente manera:

•	 Oficinas Técnicas: Ser la unidad de apoyo téc-
nico del Síndico y/o Concejal designado para la 
atención de la conflictividad, así como de la co-
misión municipal de atención a la conflictividad 
y desarrollar el siguiente rol:  

Funciones de los Síndicos y  Concejales para el 
abordaje y atención de la conflictividad a nivel 
municipal.

Figura No. 12

Fuente:  Elaboración propia en base a información recopilada en talleres participativos.
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Funciones de las unidades y oficinas técnicas mu-
nicipales en el abordaje y atención de la conflictivi-
dad a nivel municipal comunitario.

Figura No. 13

•	 Comisiones Municipales de Atención a la Con-
flictividad (CMAC): De acuerdo con el Sistema 
de Consejos de Desarrollo (SISCODE), éstas serán 
coordinadas por el alcalde municipal, síndicos y 
concejales que determine la corporación muni-
cipal, quienes integrarán a representantes de las 
entidades públicas, civiles y privadas presentes 
en la localidad a las CMAC.
 

•	 Consejos Comunitarios de Desarrollo: De 
acuerdo con la Ley de Consejos de Desarrollo, 
cada Consejo Comunitario de Desarrollo, tiene 
por objeto que los miembros de la comunidad 
interesados en promover y llevar a cabo políticas 
participativas, se reúnan para identificar y priori-
zar los proyectos, planes y programas que bene-
ficien a su comunidad. 

Así mismo, el Código Municipal, en su artículo 
58, en su literal j, establece que los alcaldes co-
munitarios, se encargarán de: “Mediar en los 
conflictos que los vecinos de la comunidad les 
presenten, coordinando esfuerzos con el Juz-
gado de Asuntos Municipales, cuando el caso 
lo requiera”. En este sentido la municipalidad 
será el espacio idóneo para promover el diálogo.
Para fines de esta Política, serán el apoyo local, 
promoverán el uso del diálogo como mecanis-
mo de transformación de conflictos, tendrán 
comunicación directa con las oficinas técni-
cas y la comisión municipal de atención a la 
conflictividad, asimismo, serán el vínculo de 
información entre las comunidades y el CO-
MUDE para el abordaje de la conflictividad, 
estableciéndoseles las siguientes funciones:

Fuente:  Elaboración propia en base a información recopilada en talleres participativos.
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Funciones de Consejos Comunitarios de Desarrollo 
en el abordaje y atención de la conflictividad a 
nivel comunitario.

Figura No. 14

Fuente:  Elaboración propia en base a informa-
ción recopilada en talleres participativos.
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Para la ruta de abordaje, el ente encargado de lide-
rar su implementación, será la Gobernación Depar-
tamental, ya que ejerce la presidencia del Consejo 
Departamental de Desarrollo de Alta Verapaz (CO-
DEDEAV) y la de cada una de las comisiones que 
se integran en el seno de este ente colegiado, su 
aliado estratégico para la implementación de la 
ruta será la Comisión Departamental para la Aten-
ción de la Conflictividad (CDAC),  la que contará con 
el apoyo técnico de la Unidad de Transformación 
y Atención de la Conflictividad (UTAC) y la asesoría 
de la COPRECON considerando su vigencia tem-
poral se coordinara con otra instancias que traba-
jan en materia de derechos humanos y diálogo y el 
apoyo de las Comisiones y las Unidades u Oficinas 
municipales de atención a la conflictividad, para 
el efecto, se dispondrá de los siguientes recursos:

•	 Equipo de cómputo y mobiliario para conso-
lidar información y coordinar acciones para 
la operativización de la ruta de abordaje de la 
conflictividad.

•	 Recurso humano para el seguimiento de acuer-
dos, compromisos y monitoreo de la conflictivi-
dad y realizará las siguientes actividades:
 

1.	 Mantener actualizada la base de datos de con-
flictos en el departamento de Alta Verapaz; ya 
que es una herramienta que consolida los datos 
de los conflictos y facilita la toma de decisiones.

2.	 Velar por la adecuada implementación de la ruta 
de abordaje.

3.	 Consolidar la información para contar con infor-
mes técnicos específicos. 

4.	 Velar por la implementación e institucionaliza-
ción de los protocolos (social, ambiental y agrario) 

RUTA DE ABORDAJEIX.

para la atención y abordaje de los conflictos.

5.	 Emitir la alerta para la atención de los diferentes 
tipos de conflictos.

6.	 Emitir informes periódicos sobre la situación de 
la conflictividad en el departamento.
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Ruta para la atención de conflictos sociales, 
ambientales y agrarios en Alta Verapaz.

Figura No. 15
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a.	Monitoreo de la ruta de abordaje por actividad: 
Consiste en la recopilación de información, que per-
mite la detección oportuna y análisis de los conflic-
tos. Para el desarrollo de este proceso se establecen 
las siguientes consideraciones:
 
1.	 Contar con una base de datos, que recopila la in-

formación producida y disponible de las distintas 
organizaciones e instituciones vinculadas al tema 
de la conflictividad social, ambiental y agraria.

2.	 Implementar y actualizar periódicamente la 
base de datos e información de los conflictos del 
departamento.  

3.	 La actualización de la base de datos de conflictos 
permitirá establecer funciones y mecanismos de 
coordinación, con las instituciones a cargo, para 
que las organizaciones e instituciones guber-
namentales contribuyan a la recopilación de la 

información, evitando duplicar datos sobre casos 
identificados. 

4.	 Designación de la Unidad de Transformación y 
Atención de la Conflictividad como la responsable 
de la administración de la base de datos, en sus 
acciones de monitoreo y generación de alertas. La 
UTAC, será la encargada de trasladar la alerta y la 
información a la comisión que tenga a su cargo 
la atención del conflicto de acuerdo con el eje o 
naturaleza de este.

5.	 Designación de instituciones, que conforme la 
naturaleza de los conflictos, deben ser las princi-
pales generadoras y fuentes de información para 
la atención y abordaje de la conflictividad.

6.	 Generación y actualización del mapa departa-
mental de conflictividad, conforme el mecanismo 
de semaforización establecido en esta política, en 
función de establecer una agenda prioritaria de 
atención. Para el efecto se seguirá el siguiente 
cuadro:

Cuadro No. 8

Entidades encargadas del monitoreo de la ruta de 
abordaje según el tipo de conflicto a atender.

Ejes Instituciones 

Social Ministerios y Secretarias del Estado representadas en el Departamento, Municipalida-
des, PDH y PNC.

Ambiental MARN, MEM, CONAP, INAB, MAGA, PDH y Municipalidades.

Agrario  FONTIERRAS, RIC, MAGA, Municipalidades, COPRECON, PDH y COPADEH.

Fuente:  Elaboración propia en base a información recopilada en talleres participativos.



77

b. Atención preventiva de la conflictividad:
La atención preventiva de la conflictividad consti-
tuye un componente fundamental de la Política, 
orientada a anticipar riesgos, fortalecer capacidades 
locales y promover relaciones constructivas entre los 
actores territoriales. Su implementación se desarro-
llará de manera diferenciada, atendiendo el tipo, na-
turaleza y circunstancias particulares de cada caso, 
y siguiendo los criterios de priorización establecidos.

La Gobernación Departamental, en coordina-
ción con la Unidad de Transformación y Atención 
de la Conflictividad (UTAC,) y la Comisión Depar-
tamental de Atención a la Conflictividad (CDAC), 
las comisiones y las municipalidades, facilitarán 
el desarrollo de acciones preventivas organiza-
das en dos líneas estratégicas: sensibilización y 
comunicación pública y fortalecimiento de ca-
pacidades para la gestión pacífica de conflictos.

c. Sensibilización y comunicación pública

Se desarrollará un plan de sensibilización orien-
tado a promover una cultura de diálogo, con-
vivencia pacífica y corresponsabilidad en la 
prevención de la conflictividad. El plan com-
prenderá acciones de comunicación, tales como:

•	 Cuñas radiales, con mensajes clave sobre meca-
nismos de diálogo, rutas de atención y principios 
de la política.

•	 Afiches y materiales informativos, diseñados con 
pertinencia cultural y adecuados a los idiomas y 
contextos comunitarios. 

•	 Materiales complementarios, que se difundirán 
en redes sociales que podrán incluir contenido 
audiovisual y herramientas comunitarias de co-
municación, según las necesidades del territorio.

d. Fortalecimiento de capacidades en sectores y 
actores clave

Se desarrollará un currículo de formación anual, 
orientada a fortalecer capacidades en resolución pa-
cífica de conflictos, derechos humanos, participación 
ciudadana, gobernanza y otros contenidos priorita-
rios. Este currículo será aplicado de manera gradual 
y articulada con las dinámicas locales, dirigida a:

•	 Organizaciones de mujeres.
•	 Organizaciones juveniles.
•	 Consejos Comunitarios de Desarrollo (COCO-

DES) de primer y segundo nivel.
•	 Organizaciones comunitarias y de sociedad civil.
•	 Instituciones del Estado presentes en el territorio.
•	 Personal municipal.

El proceso formativo tendrá un carácter participati-
vo, intercultural y orientado a brindar a los actores 
locales herramientas prácticas para la prevención, 
gestión y transformación constructiva de conflictos.

Estas acciones preventivas estarán acompa-
ñadas de un proceso permanente de coor-
dinación interinstitucional, liderado por la 
Gobernación Departamental, que garantizará la 
armonización metodológica, la coherencia de en-
foques y la implementación articulada entre insti-
tuciones, municipalidades y actores comunitarios. 

La coordinación permitirá fortalecer los mecanis-
mos de derivación de casos, el intercambio oportu-
no de información, la adopción de criterios comunes 
de atención y la adecuada articulación con los espa-
cios de gobernanza existentes en el departamento. 
Asimismo, estas acciones se integrarán de manera 
orgánica con los tres protocolos operativos de la po-
lítica —social, ambiental y agrario—, asegurando que 
la prevención se vincule directamente con los me-
canismos de gestión, resolución, atención a crisis y 
transformación de conflictos definidos para cada ti-
pología. Esto permitirá que la atención preventiva no 
funcione de manera aislada, sino como parte de un 
sistema integral de intervención que incorpora iden-
tificación temprana de factores de riesgo, documen-
tación estandarizada, análisis técnico, pertinencia 
territorial y mecanismos de seguimiento continuo.

Finalmente, el desarrollo de la atención preventiva 
se articulará con el sistema de seguimiento, moni-
toreo y evaluación de la política a través del plan de 
acción con énfasis en la matriz que describe objeti-
vos, actividades, resultados y responsables.  Lo cual 
permitirá realizar un análisis constante del avance 
de las acciones, identificar oportunidades de me-
jora en los procesos preventivos, fortalecer la toma 
de decisiones y garantizar que la implementa-
ción responda a las dinámicas reales del territorio. 
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c. Enfoque de transformación de la Política 
Pública Departamental de Atención a la Conflic-
tividad en Alta Verapaz 2025-2052

Este enfoque estará orientada a la transformación de 

Flujograma para encausar la resolución de los con-
flictos a procesos sostenibles de desarrollo.

Figura No. 16

los conflictos hacia procesos sostenibles de desarro-
llo, lo que se buscará, se materialice en el marco de 
los acuerdos y compromisos a los que se llegue du-
rante el proceso de abordaje y atención de cada caso. 

Fuente:  Elaboración propia en base a información reco-
pilada en talleres participativos.
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Flujograma para encausar la resolución de los 
conflictos a procesos sostenibles de desarrollo.

Figura No. 16

Fuente:  Elaboración propia en 
base a información recopilada 
en talleres participativos.
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GLOSARIO 
Arbitraje: El arbitraje es un proceso mediante el cual 
un tercero decide sobre el asunto que se le presenta, 
acá las partes aceptan la decisión del árbitro o tribu-
nal de árbitros.

Área Protegida:  Son áreas protegidas, las que tie-
nen por objeto la conservación, el manejo racional y 
la restauración de la flora y fauna silvestre, recursos 
conexos y sus interacciones naturales y culturales, 
que tengan alta significación para su función o sus 
valores genéticos, históricos, escénicos, recreativos, 
arqueológicos y protectores, de tal manera de pre-
servar el estado natural de las comunidades bióticas, 
de los fenómenos geomorfológicos únicos, de las 
fuentes y suministros de agua, de las cuencas críti-
cas de los ríos, de las zonas protectoras de los suelos 
agrícolas, a fin de mantener opciones de desarrollo 
sostenible (Ley de Áreas Protegidas, Decreto 4-89).
 
Conciliación: Las partes recurren a un conciliador/a 
para que convoque a las partes en conflicto y lleve ade-
lante el proceso.  El conciliador/a puede sugerir alter-
nativas de solución a ser evaluadas por las partes.  El 
acuerdo al que las partes llegan se denomina acta de 
conciliación, la misma tiene valor jurídico (UNIR, 2006).

Conflictividad: Es una resultante histórica que de-
viene a partir de situaciones complejas, de con-
flictos multidimensionales y multicausales que 
al correr de los años no lograron resolverse en 
sus raíces más profundas, y por consiguiente, es-
tas se arraigaron; atraviesan o tienen ingredien-
tes (como causa, y a la vez, como efecto) que 
con el tiempo se dinamizan, intersectan y rea-
limentan  mutuamente (Sarti Y Aguilar, 2006).

Conflicto: Es una lucha expresada entre, por lo 
menos, dos partes interdependientes que perci-
ben metas incompatibles, escasez de recursos e 
interferencia de la otra parte para la consecución 
de sus metas u objetivos (Lederach y Tomas, 1994).

Crisis: Cuando el conflicto llega a un punto de mayor 
intensidad. El diálogo y la relación entre las partes han 
llegado a deteriorarse y están a punto de quebrarse.  
Las acciones de las partes son de abierta confronta-
ción.  Hay desconfianza entre las partes y cada una 
busca imponer su posición (Castro y Vásquez, 2016).

Derechos de uso: Tales como el derecho de acce-
der a un recurso (por ejemplo, caminar a través de 
un campo), extraer de un recurso (recoger algunas 
plantas silvestres) o explotar un recurso para benefi-
cio económico (IFPRI, 2004).

Descentralización: Se entiende por descentraliza-
ción el proceso mediante el cual se transfiere des-
de el organismo Ejecutivo a las municipalidades y 
demás instituciones del Estado, y a las comunida-
des organizadas legalmente, con participación de 
las municipalidades, el poder de decisión la titula-
ridad de la competencia, las funciones, los recursos 
de financiamiento para la aplicación de las políticas 
públicas nacionales, a través de la implementación 
de políticas municipales y locales en el marco de la 
más amplia participación de los ciudadanos, en la 
administración pública, priorización y ejecución de 
obras, organización y prestación de servicios públi-
cos así como el ejercicio del control social sobre la 
gestión gubernamental y el uso de los recursos del 
Estado (Ley de Descentralización, Decreto 14-2002).

Diálogo: Generación de espacios para que las per-
sonas logren un intercambio de experiencias, creen-
cias y perspectivas de manera abierta y respetuosa, 
para así lograr puntos de encuentro que sean cons-
tructivos a la hora de la transformación de conflictos. 
El diálogo facilitado es un espacio de encuentro y 
reconocimiento entre diferentes actores, que con-
tribuye a la prevención de la violencia (UNIR, 2006).

Ecosistema: La unidad funcional básica de in-
teracción de los organismos vivos entre sí 
(incluyendo al hombre) con los elementos no vi-
vientes y el ambiente, en un espacio y tiempo de-
terminados (Ley de Áreas Protegidas, Decreto 4-89).

El mapa del conflicto: Negociar, por tanto, supone 
aplicar un conjunto de técnicas que parten del sen-
tido común y del cultivo de habilidades para acercar 
a las partes y reflejar sus necesidades y preocupacio-
nes. Los negociadores y los posibles mediadores ne-
cesitan un mapa de las vías conceptuales, o “mapa del 
conflicto” implícito en la discrepancia (Futuros, 2005).
 
Escalamiento: Cuando el conflicto crece.  Se ex-
pande el conflicto. Se amplían las estrategias de ac-
ción.  Intervienen otros actores de manera directa o 
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indirecta.   El conflicto entra en una dinámica de po-
larización (Castro y Vásquez, 2016).
 
Gestión de conflictos:  Es un concepto que reconoce 
que el conflicto no puede resolverse en el sentido de 
librarse de él, y que pone el acento en limitar las con-
secuencias destructivas del conflicto. Es un concepto 
que no recoge el sentido amplio de pacificación, y se 
limita a los aspectos técnicos y prácticos del esfuerzo. 
Intenta realinear las divergencias (Lederach, 2003).

Gobernabilidad: Procesos mediante los que se to-
man e implementan decisiones de políticas públi-
cas (PNUD, s/f).

Incendio forestal:  Un fuego que está fuera de control 
del hombre  en un bosque (Ley Forestal, Decreto 101-96).

Mediación: Un sistema de negociación asisti-
da, mediante el cual las partes involucradas en un 
conflicto intentan resolverlo por sí mismas, con la 
ayuda de un tercero imparcial que actúa como fa-
vorecedor y conductor de la comunicación. Los 
interesados asumen su protagonismo en la bús-
queda de alternativas posibles de solución y con-
trolan por sí mismas el proceso cuyo desarrollo 
es rápido e informal, la decisión a la que eventual-
mente arriben es elaborada por ellas mismas y no 
por un tercero, como en el caso de un pronuncia-
miento judicial (Diccionario de Mediación, 2004).

Medio ambiente: Comprende los sistemas at-
mosféricos (aire), hídrico (agua), lítico (rocas y 
minerales), edáfico (suelos), biótico (animales y 
plantas), elementos audiovisuales y recursos na-
turales y culturales (Ley de Protección y Mejora-
miento del Medio Ambiente Decreto No. 68-86).
 
Métodos Alternativos de Resolución de Conflictos:  
En la actualidad constituyen un mecanismo efectivo 
e innovador al momento de dirimir las controversias 
que se presentan entre las personas en la sociedad, 
su implementación ha revelado que se trata de una 
herramienta valiosa y exitosa en la solución de los 
conflictos y disensiones que se presentan en las di-
ferentes áreas del quehacer humano (Gil H, 2012).

Negociación: Es el medio por el cual dos o más ac-
tores buscan directamente tomar una decisión con-
junta para realizar una transacción o poner fin a un 
conflicto (Ormachea, I, 2005).

Paz: es un estado de convivencia ciudadana basada 

en el respeto mutuo y en el marco de justicia so-
cial, equidad e interculturalidad que permite el ma-
nejo constructivo de los conflictos (UNIR, 2006).

Prevención: La prevención de conflictos pre-
tende identificar procesos y situaciones de cri-
sis latente o potencial, responder con antelación 
suficiente para evitar el estallido de la violen-
cia en el proceso de agravamiento y, en todo 
caso, lograr su pronta resolución (Mesa, 2009).

Problema: Una barrera, un obstáculo que se inter-
pone para lograr el objetivo deseado (UNIR, 2006).

Recursos naturales: Los elementos naturales sus-
ceptibles a ser aprovechado en beneficio del hombre 
se les clasifican en renovables, que pueden ser con-
servados o renovados continuamente mediante su 
explotación racial (tierra agrícola, agua, bosques, fau-
na) y no renovables que son aquellos cuya explotación 
conlleva su extinción (minerales, energéticos de ori-
gen mineral) (Ley de Áreas Protegidas, Decreto 4-89).

Resolución de conflictos:  indica la necesidad de 
entender cómo el conflicto empieza y termina y 
busca una convergencia de los intereses de los acto-
res (Lederach, 2003).

Transformación: Es una forma de visualizar y res-
ponder al ir y venir de los conflictos sociales como 
oportunidades que nos da la vida para crear proce-
sos de cambio constructivo, que reduzcan la violen-
cia e incrementen la justicia en la interacción directa 
y en las estructuras   sociales,  y respondan a los pro-
blemas de la vida real en las relaciones humanas 
(Lederach, 2003).

Violencia: Las acciones han rebasado el marco le-
gal e institucional. La crisis del conflicto se expresa 
en acciones destructivas (Castro y Vásquez, 2016).

Equidad de género:  Garantizar que mujeres y 
hombres tengan igualdad de derechos, oportuni-
dades y acceso a recursos, eliminando barreras his-
tóricas y estructurales que generan desigualdad. 
(Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).

•	 Baldiviezo, J., Barie, G., Cáceres, M., Camacho, 
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ANEXOS
Árbol de problemas de análisis de la conflictividad 

social, ambiental y agraria en Alta Verapaz.



Árbol de objetivos para el análisis de la conflictividad 
social, ambiental y agraria en Alta Verapaz.
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